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Los recursos que �nancian los esfuerzos contra el cambio 
climático en la Amazonía colombiana provienen de distintas 
fuentes. Una parte importante proviene y/o se canaliza a través 
del Estado colombiano, y el resto a través de otras entidades. 
Esta distinción es importante a la hora de entender el conjunto 
de estructuras de funcionamiento de los fondos, sus 
mecanismos de distribución territorial, la difusión de la 
información acerca de cómo acceder a los recursos, y los 
mecanismos de monitoreo y evaluación de su uso. Cuando los 
fondos se manejan por medio del Estado, la falta de 
transparencia es grave y se asemeja a la que caracteriza al resto 
de las �nanzas públicas del país. Por otro lado, cuando los 
recursos se canalizan por entidades distintas al Gobierno, cada 
una de ellas puede tener mecanismos de funcionamiento, 
monitoreo y evaluación distintos, y la información al respecto 
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está atomizada, lo cual privilegia en el acceso a los fondos a 
quienes están familiarizados con el ecosistema de donantes. Es 
decir: el acceso a estos fondos requiere bien sea buenas 
conexiones políticas a nivel territorial o nacional, el capital social 
característico de citadinos de altos niveles educativos y con 
contactos internacionales, o ambas cosas, ninguna de las cuales 
puede asumirse que se encuentre presente en todas las 
comunidades que los necesitan. Más bien, las comunidades 
parecen depender de la buena voluntad de quienes tienen estos 
contactos estratégicos.

Este documento forma parte de la consultoría contratada por 
Ambiente y Sociedad y llevada a cabo por Capital y Trabajo 
S.A.S. en la que se analiza el funcionamiento, la distribución 
territorial, la información disponible a la ciudadanía y los 
gobiernos territoriales sobre el acceso a los fondos de 
cooperación y el monitoreo y evaluación de los mismos. Las 
conclusiones se basan en una revisión de los recursos en línea 
disponibles para los distintos fondos, en datos disponibles a 
través del Sistema de Medición, Reporte y Veri�cación (MRV) 
del Financiamiento Climático del Departamento Nacional de 
Planeación, comunicaciones electrónicas y telefónicas breves 
con personal de entidades �nanciadoras, y entrevistas 
semiestructuradas con representantes de las anteriores y 
encargadas de los fondos, al igual que con actores de gobiernos 
territoriales y de la sociedad civil en la Amazonía colombiana.

El documento se divide, entonces, en cinco secciones, siendo 
esta la primera. La segunda sección explica las estructuras de 
funcionamiento de los fondos climáticos; la tercera describe los 
datos disponibles sobre los fondos, pues permiten hacer un 
análisis de la distribución territorial de sus recursos; la cuarta 
sección se enfoca en la transparencia de la difusión de la 
información con respecto a los fondos, especialmente entre la 
sociedad civil y actores territoriales; la quinta analiza el 
monitoreo y la evaluación del uso de estos recursos, y la sexta 
concluye con mensajes clave, hallazgos y propuestas para 
mejorar el funcionamiento de los fondos climáticos en el país en 
general y en la región amazónica en particular.

La transparencia presupuestal del país es, en efecto, pobre, 
como también lo documenta la organización International 
Budget Partnership (IBP) en su Encuesta de Presupuesto 
Abierto, cali�cando a Colombia con un puntaje de 47 sobre 100, 
y ha venido empeorando con el tiempo (IBP, 2019). Esta falta de 
transparencia facilita el mal uso de los recursos públicos, que 
empiezan a desviarse desde el momento en que se tramita el 
PGN en reuniones anuales a puerta cerrada entre el ministro de 
Hacienda y los congresistas coordinadores y ponentes de las 
comisiones terceras y cuartas del Senado y la Cámara de 
Representantes. En estas reuniones los recursos empiezan su 
recorrido hacia alcaldías, gobernaciones y entidades del Estado 
aliadas de los congresistas, que desvían estos fondos para 
�nanciar intereses personales en vez del bien común (La Silla 
Vacía, 2018). Vale la pena destacar que, si bien esto es cierto con 
respecto a todos los recursos del PGN, es aplicable a los 
destinados al sector ambiental.

Dicho lo anterior, el interés mundial en el cambio climático 
ha permitido que, con recursos de la cooperación internacional, 
el Departamento Nacional de Planeación (DNP) compile una 
base de datos que busca reunir en un mismo sitio información 
sobre el monto de todos los esfuerzos relacionados con el 
fenómeno citado en el país. Esta incorpora en un mismo formato 
datos de fuentes o�ciales diversas como el Sistema de 
Información del Formulario Único Territorial (SISFUT) y el 
Sistema Uni�cado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP), 
al igual que otras de difícil acceso o incluso vedadas al público, 
como las bases de datos de las CAR y el Sistema Integrado de 
Información Financiera (SIIF). 

Esta base de datos, conocida como el sistema de Medición, 
Reporte y Veri�cación del Financiamiento Climático (MRV) 
incluye, además de los fondos públicos colombianos, fondos 
obtenidos por el país a través de la cooperación internacional 
bilateral y multilateral, al igual que su distribución territorial, 
todo lo cual se explica en detalle en la siguiente sección. Cabe 
resaltar que el análisis de los datos nos permite concluir que el 

54,4% de la �nanciación de cambio climático registrada para la 
Amazonía colombiana proviene de la Declaración Conjunta de 
Intención de los gobiernos de Noruega, Alemania y el Reino 
Unido (DCI); el 21,9% proviene directamente de agencias del 
gobierno alemán, el 12% del Fondo Unión Europea, y el 5% del 
Banco Mundial, mientras que el 6,7% restante proviene de otros 
donantes, de los cuales solo dos superan el 1% (el Gobierno de 
Noruega, con 1,75% y el Fondo Colombia Sostenible, con el 
1,20%), tal como se observa en la tabla 1.
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La gestión relacionada con el cambio climático en Colombia 
ha ido avanzando de manera progresiva desde 1994, año en el 
que se adoptó la Convención Marco de Naciones Unidas por el 
Cambio Climático (CMNUCC) por medio de la Ley 164 de 
1994. Posteriormente, a raíz de la adaptación del Protocolo de 
Kioto con la Ley 629 de 2000, el hoy Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible (MADS) empezó a establecer los 
principios, requisitos, criterios y procedimientos para la 
aprobación nacional de proyectos de reducción de gases de 
efecto invernadero (GEI) que optan  por el Mecanismo de 
Desarrollo Sostenible (MDL) (Sistema Nacional de Cambio 
Climático [SISCLIMA], 2017, 2018). Colombia se 
comprometió ante la CMNUCC a través de su Contribución 
prevista y Determinada a nivel Nacional (NDC, por sus siglas en 
inglés) a reducir de manera incondicional las emisiones de GEI 
en un 20% con respecto al nivel proyectado al 2030 y a cumplir 
diez acciones de adaptación, enfocadas en reducir los niveles de 
riesgo y vulnerabilidad de los municipios del país (MADS, 
2015).

 Asimismo, en el marco del Acuerdo de París adoptado en 
2015 y �rmado en 2016 se anunció el compromiso de los 
miembros de la CMNUCC de garantizar la movilización de 
recursos �nancieros del orden de los USD $100 mil millones 
anuales a nivel mundial en acciones climáticas. Este hecho abre 
grandes perspectivas para que países como Colombia se 
preparen y generen las condiciones habilitantes para canalizar 
recursos internacionales y asegurar importantes �ujos de 
inversión en cambio climático. Más aún, la creación del Green 
Climate Fund (GCF) envía una señal clara a los países en 
desarrollo sobre las crecientes oportunidades de presentar 
proyectos robustos para apalancar recursos internacionales, 
re�ejando el compromiso de la comunidad internacional de 
crear mecanismos globales que permitan conectar la oferta y 
demanda de recursos para cambio climático (SISCLIMA, 2016).
Siendo entonces la gestión del cambio climático un esfuerzo 
mundial que cuenta con el apoyo del Estado colombiano, es 
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natural que una parte de los recursos provengan de este. En dado 
caso, son asignados mediante el Presupuesto General de la 
Nación (PGN) a las entidades responsables del sector ambiental, 
que incluyen al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 
Fondo Nacional Ambiental, las Corporaciones Autónomas 
Regionales y las Corporaciones para el Desarrollo Sostenible. 
Además, el �nanciamiento climático puede llegar a través del 
Sistema General de Regalías (SGR, recursos de inversión 
provenientes de la explotación de recursos naturales no 
renovables que se manejan aparte del PGN), y las mismas 
entidades territoriales – departamentos y municipios– pueden, en 
principio, aportar a este �n. Esto hace que, en parte, aplique para 
la gestión climática estatal lo manifestado por Rudas (2019) con 
respecto a las fuentes de �nanciación del Sistema Ambiental 
Nacional (SINA):

Una característica central de las �nanzas del sector público 
ambiental, al igual que sucede en general con todas las �nanzas 
públicas, es que predomina entre quienes manejan las �nanzas de 
las entidades del Estado la cultura de restringir el acceso a la 
información por parte de los ciudadanos, contrariando el 
mandato de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública (p.82). 
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Sistema Uni�cado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP), 
al igual que otras de difícil acceso o incluso vedadas al público, 
como las bases de datos de las CAR y el Sistema Integrado de 
Información Financiera (SIIF). 

Esta base de datos, conocida como el sistema de Medición, 
Reporte y Veri�cación del Financiamiento Climático (MRV) 
incluye, además de los fondos públicos colombianos, fondos 
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Origen del �nanciamiento Monto donado % % Acumulado
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Agencia de Cooperación Alemana 
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Ambiente, Conservación de la 
Naturaleza, Construcción y 
Seguridad Nuclear Alemán 
(BMUB)
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Unión Europea
Gordon And Betty Moore 
Foundation
Agencia de los Estados Unidos 
para el Desarrollo Internacional     
GEF
Banco Interamericano de 
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Cooperación Económica y el 
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7,946,906,970

7,270,900,297
5,418,854,754
4,920,919,534

4,593,529,068
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1,863,300,561

886,929,082
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88.06%

90.48%

92.22%

93.84%

95.15%

96.35%
97.25%
98.06%

98.82%

99.41%

99.71%

99.86%

99.96%

99.99%
100.00%

54.42%
16.59%
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1.75%

1.62%

1.31%
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0.81%
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Fuente: elaboración propia con base en los datos del MRV.

Tabla 1: Financiamiento Público Internacional de Fondos
Ambientales en la Amazonía Colombiana.



La transparencia presupuestal del país es, en efecto, pobre, 
como también lo documenta la organización International 
Budget Partnership (IBP) en su Encuesta de Presupuesto 
Abierto, cali�cando a Colombia con un puntaje de 47 sobre 100, 
y ha venido empeorando con el tiempo (IBP, 2019). Esta falta de 
transparencia facilita el mal uso de los recursos públicos, que 
empiezan a desviarse desde el momento en que se tramita el 
PGN en reuniones anuales a puerta cerrada entre el ministro de 
Hacienda y los congresistas coordinadores y ponentes de las 
comisiones terceras y cuartas del Senado y la Cámara de 
Representantes. En estas reuniones los recursos empiezan su 
recorrido hacia alcaldías, gobernaciones y entidades del Estado 
aliadas de los congresistas, que desvían estos fondos para 
�nanciar intereses personales en vez del bien común (La Silla 
Vacía, 2018). Vale la pena destacar que, si bien esto es cierto con 
respecto a todos los recursos del PGN, es aplicable a los 
destinados al sector ambiental.

Dicho lo anterior, el interés mundial en el cambio climático 
ha permitido que, con recursos de la cooperación internacional, 
el Departamento Nacional de Planeación (DNP) compile una 
base de datos que busca reunir en un mismo sitio información 
sobre el monto de todos los esfuerzos relacionados con el 
fenómeno citado en el país. Esta incorpora en un mismo formato 
datos de fuentes o�ciales diversas como el Sistema de 
Información del Formulario Único Territorial (SISFUT) y el 
Sistema Uni�cado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP), 
al igual que otras de difícil acceso o incluso vedadas al público, 
como las bases de datos de las CAR y el Sistema Integrado de 
Información Financiera (SIIF). 

Esta base de datos, conocida como el sistema de Medición, 
Reporte y Veri�cación del Financiamiento Climático (MRV) 
incluye, además de los fondos públicos colombianos, fondos 
obtenidos por el país a través de la cooperación internacional 
bilateral y multilateral, al igual que su distribución territorial, 
todo lo cual se explica en detalle en la siguiente sección. Cabe 
resaltar que el análisis de los datos nos permite concluir que el 

54,4% de la �nanciación de cambio climático registrada para la 
Amazonía colombiana proviene de la Declaración Conjunta de 
Intención de los gobiernos de Noruega, Alemania y el Reino 
Unido (DCI); el 21,9% proviene directamente de agencias del 
gobierno alemán, el 12% del Fondo Unión Europea, y el 5% del 
Banco Mundial, mientras que el 6,7% restante proviene de otros 
donantes, de los cuales solo dos superan el 1% (el Gobierno de 
Noruega, con 1,75% y el Fondo Colombia Sostenible, con el 
1,20%), tal como se observa en la tabla 1.

Lo anterior implica que cerca del 80% de los recursos de 
cooperación internacional destinados a la gestión del cambio 
climático en la Amazonía colombiana provienen de los países 
�rmantes de la DCI. Por ello, entender el funcionamiento del 
marco de cooperación creado por este documento es 
fundamental para comprender las lógicas bajo las cuales funciona 
la gran mayoría de la �nanciación climática en la Amazonía 
colombiana. 

La Declaración Conjunta de Intención busca trabajar en 
estrecha asociación con el Gobierno de Colombia, que opera bajo 
su propia institucionalidad para obtener los resultados solicitados 
por los tres �rmantes �nanciadores. Es decir, los gobiernos de 
Noruega, Alemania y el Reino Unido ofrecen al gobierno de 
Colombia pagos por logros de metas y reducción de emisiones. 
Para veri�car el cumplimiento de estos objetivos, Colombia se 
compromete a “promover el desarrollo de una contabilidad 
robusta de las emisiones de carbono, de sus niveles de referencia y 
un sistema nacional transparente y comprehensivo de 
Monitoreo, Reporte y Veri�cación (MRV)” (Joint Declaration of 
Intent, 2019, p.4). Esto permite intuir que el desarrollo del sistema 

MRV colombiano –el cual requiere no solo �nanciación pública, 
sino también el uso de bases de datos que para el público son de 
difícil acceso, y que pese a sus limitaciones se destaca frente al 
resto de la información sobre el gasto público en el país por su 
relativa claridad y transparencia– obedece no solo a los 
compromisos internacionales ya adquiridos, sino a los 
importantes incentivos económicos que representa para el 
gobierno cumplir con los compromisos de la DCI. Esta relación 
es patente en tanto que el mismo diseño metodológico del MRV 
fue �nanciado por el Ministerio Federal de Ambiente de 
Alemania. Gracias a esta base de datos podemos conocer con 
cierto detalle la �nanciación de la gestión ambiental de todo tipo 
(no solo la proveniente de la DCI) en Colombia, e incluso llevar a 
cabo análisis desagregados por región. 

Los datos del MRV son bastante detallados, incluyendo 
desagregaciones del objetivo de cada proyecto �nanciado. En 
especial, las variables “sector”, “subsector” y “nombre de la 
actividad” detallan, para cada proyecto, programa, iniciativa, etc., 
la minucia correspondiente. Por ejemplo, un proyecto de 
adaptación se enfoca en el sector de medio ambiente y recursos 
naturales, subsector biodiversidad y gobernanza forestal, 
actividad “Fortaleciendo el sistema nacional de parques de 
Colombia para la protección climática y la conservación de la 
biodiversidad”.

Según los datos del MRV, no solo los recursos de la DCI 
para la Amazonía sino la mayoría de los recursos de fondos 
climáticos provenientes de donaciones internacionales se 
canalizan a través de distintas entidades del Estado colombiano. 
De los $4,3 billones de donaciones internacionales, $3 billones 
están clasi�cados según el tipo de la entidad receptora, como una 
entidad pública, privada, de la sociedad civil, o de otros tipos de 
entidades; para $1,3 billones de donaciones el MRV no provee 
una clasi�cación.

La gran mayoría de los $3 billones de fondos clasi�cados 
($2,7 billones) tienen como receptoras a entidades públicas ($1,9 
billones), de la sociedad civil ($0,6 billones) o privadas ($0,2 
billones). Más del 90% de los $0,8 billones en donaciones 

internacionales destinadas a entidades receptoras no públicas 
fueron destinadas a la Red de Solidaridad ($0,3 billones), al 
Fondo Mundial de la Naturaleza ($0,2 billones), a Chemonics 
International, contratista de la agencia de cooperación 
internacional de los Estados Unidos, USAID ($0,1 billones), a la 
Federación Nacional de Ganaderos, al Instituto de Hidrología, 
Meteorología y Estudios Ambientales (IDEAM), y al Centro 
Internacional de Agricultura Tropical (CIAT) ($0,1 billones 
repartidos entre estos últimos). Llama la atención de estas 
clasi�caciones provistas por el MRV del DNP que, por ejemplo, si 
bien el IDEAM aparece como una entidad receptora de la sociedad 
civil, se trata de una entidad del Ministerio de Ambiente, el cual es, 
desde luego, público. Más aún, varias de las entidades receptoras no 
clasi�cadas por el MRV podrían clasi�carse como públicas, 
privadas, o de la sociedad civil, y no es claro por qué se reporta que 
esta información no está disponible. Dicho todo lo anterior, es 
razonable concluir que la gran mayoría de los fondos ambientales, 
independientemente de su fuente de proveniencia, se canalizan a 
través de entidades receptoras pertenecientes al Estado 
colombiano, con los problemas y/o ventajas que esto conlleva.

Si bien los procesos de asignación, distribución y monitoreo 
de los fondos varían según la entidad que los administra, puede 
resumirse con el siguiente esquema:
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independientemente de su fuente de proveniencia, se canalizan a 
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colombiano, con los problemas y/o ventajas que esto conlleva.
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Fuente: Elaboración propia basada en entrevistas con actores de gobiernos
territoriales y sociedad civil
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Grá�co 1. Funcionamiento de los proyectos en la región de la Amazonía
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La transparencia presupuestal del país es, en efecto, pobre, 
como también lo documenta la organización International 
Budget Partnership (IBP) en su Encuesta de Presupuesto 
Abierto, cali�cando a Colombia con un puntaje de 47 sobre 100, 
y ha venido empeorando con el tiempo (IBP, 2019). Esta falta de 
transparencia facilita el mal uso de los recursos públicos, que 
empiezan a desviarse desde el momento en que se tramita el 
PGN en reuniones anuales a puerta cerrada entre el ministro de 
Hacienda y los congresistas coordinadores y ponentes de las 
comisiones terceras y cuartas del Senado y la Cámara de 
Representantes. En estas reuniones los recursos empiezan su 
recorrido hacia alcaldías, gobernaciones y entidades del Estado 
aliadas de los congresistas, que desvían estos fondos para 
�nanciar intereses personales en vez del bien común (La Silla 
Vacía, 2018). Vale la pena destacar que, si bien esto es cierto con 
respecto a todos los recursos del PGN, es aplicable a los 
destinados al sector ambiental.

Dicho lo anterior, el interés mundial en el cambio climático 
ha permitido que, con recursos de la cooperación internacional, 
el Departamento Nacional de Planeación (DNP) compile una 
base de datos que busca reunir en un mismo sitio información 
sobre el monto de todos los esfuerzos relacionados con el 
fenómeno citado en el país. Esta incorpora en un mismo formato 
datos de fuentes o�ciales diversas como el Sistema de 
Información del Formulario Único Territorial (SISFUT) y el 
Sistema Uni�cado de Inversiones y Finanzas Públicas (SUIFP), 
al igual que otras de difícil acceso o incluso vedadas al público, 
como las bases de datos de las CAR y el Sistema Integrado de 
Información Financiera (SIIF). 

Esta base de datos, conocida como el sistema de Medición, 
Reporte y Veri�cación del Financiamiento Climático (MRV) 
incluye, además de los fondos públicos colombianos, fondos 
obtenidos por el país a través de la cooperación internacional 
bilateral y multilateral, al igual que su distribución territorial, 
todo lo cual se explica en detalle en la siguiente sección. Cabe 
resaltar que el análisis de los datos nos permite concluir que el 

54,4% de la �nanciación de cambio climático registrada para la 
Amazonía colombiana proviene de la Declaración Conjunta de 
Intención de los gobiernos de Noruega, Alemania y el Reino 
Unido (DCI); el 21,9% proviene directamente de agencias del 
gobierno alemán, el 12% del Fondo Unión Europea, y el 5% del 
Banco Mundial, mientras que el 6,7% restante proviene de otros 
donantes, de los cuales solo dos superan el 1% (el Gobierno de 
Noruega, con 1,75% y el Fondo Colombia Sostenible, con el 
1,20%), tal como se observa en la tabla 1.
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Los datos que permiten conocer en cierta medida la 
inversión en gestión del cambio climático en Colombia, región 
por región, provienen del sistema de Medición, Rastreo y 
Veri�cación (MRV) del �nanciamiento climático en Colombia, 
herramienta creada por el Comité de Gestión Financiera (CGF) 
del Sistema Nacional de Cambio Climático (SISCLIMA), en 
cabeza del Departamento Nacional de Planeación (DNP), y con 
�nanciación del gobierno alemán. Este sistema contiene la 
información sobre los montos de los recursos estatales y 
privados aportados por actores tanto dentro como fuera del país 
que se utilizan en Colombia para lograr la reducción de las 
emisiones de GEI y fomentar la adaptación al cambio climático 
entre 2011 y 2020 (Portal MRV, 2021). 

La creación de un Sistema MRV de Financiamiento 
Climático fue uno de los compromisos asumidos por Colombia 
en la CMNUCC como parte de sus contribuciones nacionales 
para tratar el cambio climático. Sus tres siglas describen, a su vez, 
sus tres funciones: la medición de los recursos asignados para la 
mitigación y adaptación al cambio climático, el reporte de las 
cantidades, la fuente, y el destino de los mismos, y la veri�cación 
de si los datos en cuestión son precisos. 

La información sobre el �nanciamiento climático en el país 
se presenta en tres módulos del MRV, cada uno de los cuales 
reúne el �nanciamiento proveniente de tres distintas fuentes: el 
�nanciamiento público doméstico, que incluye los niveles 
nacional, departamental y municipal;      el público internacional, 
que incorpora recursos obtenidos tanto por acuerdos bilaterales 
como multilaterales, y el privado, que incluye �nanciamiento 
con y sin �nes de lucro.

Así pues, según los datos del sistema MRV, entre 2011 y 
2020 se movilizaron en total $20,78 billones de pesos, sumados 
los recursos de los 3 módulos. De estos recursos, $14,28 billones 
corresponden a �nanciamiento público doméstico, lo que 
corresponde al 68,7%. De estos, $5,7 billones (39,7%) provienen 
del Presupuesto General de la Nación (PGN), $4,9 (34,3%) de los 
presupuestos de los municipios, $3,1 (21,6%) del Sistema 
General de Regalías (SGR) y los $0,62 (4,3%) restantes del 

presupuesto de los departamentos. Luego, aparecen los recursos 
provenientes de �nanciamiento público internacional, que son 
en total $4,28 billones de pesos, es decir, el 20,6%. De este total, el 
48,9% provienen de acuerdos bilaterales Norte-Sur, es decir, 
$2,09 billones de pesos. Le siguen los recursos provenientes de 
acuerdos con bancos multilaterales de desarrollo, que son $1,7 
billones, el 39,8%. Ahora, los fondos multilaterales se dividen en 
los que forman parte de la CMNUCC, que son $0,4 billones 
(9,9%) y los que no, con recursos por 45 mil millones de pesos 
(1%). Para cerrar este módulo, de acuerdos bilaterales Sur-Sur se 
obtienen aproximadamente 15 mil millones, esto es el 0,3%. 
Finalmente, el módulo de �nanciamiento privado movilizó $2,22 
billones, que corresponden al 10,7% del total de los 3 módulos. La 
información anterior se resume en el grá�co 2.
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Grá�co 2: Total del �nanciamiento climático
en Colombia (2011-2020).

Fuente: elaboración propia con base en datos del sistema MRV del DNP.
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Profundizando en la información contenida en el módulo 
de �nanciamiento público internacional, que es donde se 
contiene la información correspondiente a los fondos de 
cooperación, multilaterales y bilaterales, públicos y privados en 
materia de cambio climático en Colombia, vale la pena aclarar 
que los recursos que aparecen en este módulo corresponden en 
su totalidad a donaciones, por lo que en la base de datos no se 
tiene información precisa acerca de los recursos provenientes de 
otros mecanismos no reembolsables como, por ejemplo, 
créditos. 

Para entender el alcance de la �nanciación internacional 
distinta a las donaciones, contactamos directamente a cada uno 
de los fondos que conforman el 90% del total de las donaciones 
en Colombia, indagando sobre qué otros mecanismos de 
�nanciación maneja el respectivo fondo en el país en materia de 
cambio climático. En ese sentido, desde la embajada del país que 
más reporta donaciones, Noruega, se recibió respuesta o�cial vía 
correo electrónico a�rmando que “actualmente todos los 
mecanismos de �nanciamiento que tenemos en Colombia 
corresponden a donaciones no reembolsables.  A pesar de que 
algunos mecanismos se basan en el pago por resultados, los 
fondos corresponden a recursos de ayuda o�cial al desarrollo”. 
Embajadas de otros países como Reino Unido y Estados Unidos 
no respondieron a la solicitud de información radicada. No 
obstante, una comunicación telefónica personal con un 
contratista de USAID nos sugiere que las donaciones son la 
principal fuente de apoyo de este país a la gestión del cambio 
climático.

En respuesta a nuestras indagaciones, la embajada de 
Alemania nos envió el contacto de una persona del Banco de 
Desarrollo Alemán (KfW), que hasta la fecha no ha respondido a 
nuestra comunicación. Sin embargo, siendo Noruega el principal 
donante, si asumimos que su enfoque es el mismo seguido por 
otros gobiernos, es razonable trabajar bajo la hipótesis de que los 
recursos provenientes de países son en su mayoría recursos de 
ayuda o�cial al desarrollo, y por lo tanto corresponden a 
donaciones.

Por otro lado, desde los bancos multilaterales de desarrollo, 
que representan también una proporción importante de las 
donaciones (aunque de menor cuantía respecto a la ayuda o�cial 
de otros países) se obtuvo respuesta tanto del BID como del 
Banco Mundial. Se realizó una entrevista semiestructurada vía 
virtual con el delegado del BID (que se discute en mayor 
profundidad en el informe sobre las reuniones con entidades 
encargadas de la asignación y manejo de fondos). El delegado del 
BID a�rma, sin atreverse a dar un porcentaje, que los recursos 
provenientes del BID en materia de cambio climático en 
Colombia provienen más de mecanismos reembolsables que de 
no reembolsables. Esto es, el dato que tenemos de donaciones 
por parte de los bancos multilaterales representa una pequeña 
cuantía comparado a lo que proviene de créditos, préstamos y, 
en general, de mecanismos reembolsables. Dado esto, se 
contactó al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
indagando sobre el dinero que proviene de recursos 
reembolsables, y al día de hoy, no se ha recibido respuesta. 

Es necesario resaltar que es preocupante el hecho de que sea 
tan difícil acceder a los datos de los recursos que no 

corresponden a donaciones, y que estos, en la medida en que son 
préstamos otorgados al Gobierno nacional, se manejan con la 
falta de transparencia característica de las �nanzas públicas de 
Colombia, ya descrita en la sección anterior. Se puede especular 
que los recursos provenientes de créditos multilaterales se ven 
re�ejados en el gasto público reportado en el MRV. En efecto, en 
la variable “Nombre Fuentes de Financiación” de esta base de 
datos, de los $14,3 billones de �nanciación pública que se 
registran, $0,15 billones provienen de “Recursos del crédito 
externo previa autorización” y $0,05 billones de “Préstamos 
destinación especí�ca”. No obstante, sin una respuesta clara por 
parte del Ministerio de Hacienda, la realidad es que desde la 
sociedad civil lo máximo que se puede hacer son especulaciones 
informadas.

Hechas las salvedades pertinentes –en especial, que no hay 
buena trazabilidad de los recursos para el cambio climático que 
entran al país por conceptos distintos a donaciones—, 
procedemos a analizar la distribución territorial de los mismos, 
y en especial qué porción de los recursos van especí�camente a 
la Amazonía colombiana.

Es importante especi�car, en primera medida, cuáles son 
los departamentos que hacen parte de esta región y que se 
incorporan en el análisis. Así pues, basándonos en la de�nición 
de la Consejería Presidencial para las Regiones (2021), los 6 
departamentos que hacen parte de la región amazónica son 
Amazonas, Caquetá, Guainía, Guaviare, Putumayo y Vaupés. 

Teniendo en cuenta esta de�nición regional, lo primero 
que se observa es que la mayoría de los recursos provenientes del 
sector público internacional, $2,37 billones de pesos, tienen una 
destinación genérica nacional, es decir, no tienen una 
destinación a un departamento especí�co según el sistema 
MRV, o los programas a los que se destinan los recursos operan 
en más de un departamento y no hay una manera evidente  de 
dividir los montos entre los programas. 

De las regiones para las cuales se registran fondos 
especí�camente asignados, la amazónica es la segunda con 
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Profundizando en la información contenida en el módulo 
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Profundizando en la información contenida en el módulo 
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correo electrónico a�rmando que “actualmente todos los 
mecanismos de �nanciamiento que tenemos en Colombia 
corresponden a donaciones no reembolsables.  A pesar de que 
algunos mecanismos se basan en el pago por resultados, los 
fondos corresponden a recursos de ayuda o�cial al desarrollo”. 
Embajadas de otros países como Reino Unido y Estados Unidos 
no respondieron a la solicitud de información radicada. No 
obstante, una comunicación telefónica personal con un 
contratista de USAID nos sugiere que las donaciones son la 
principal fuente de apoyo de este país a la gestión del cambio 
climático.

En respuesta a nuestras indagaciones, la embajada de 
Alemania nos envió el contacto de una persona del Banco de 
Desarrollo Alemán (KfW), que hasta la fecha no ha respondido a 
nuestra comunicación. Sin embargo, siendo Noruega el principal 
donante, si asumimos que su enfoque es el mismo seguido por 
otros gobiernos, es razonable trabajar bajo la hipótesis de que los 
recursos provenientes de países son en su mayoría recursos de 
ayuda o�cial al desarrollo, y por lo tanto corresponden a 
donaciones.

Por otro lado, desde los bancos multilaterales de desarrollo, 
que representan también una proporción importante de las 
donaciones (aunque de menor cuantía respecto a la ayuda o�cial 
de otros países) se obtuvo respuesta tanto del BID como del 
Banco Mundial. Se realizó una entrevista semiestructurada vía 
virtual con el delegado del BID (que se discute en mayor 
profundidad en el informe sobre las reuniones con entidades 
encargadas de la asignación y manejo de fondos). El delegado del 
BID a�rma, sin atreverse a dar un porcentaje, que los recursos 
provenientes del BID en materia de cambio climático en 
Colombia provienen más de mecanismos reembolsables que de 
no reembolsables. Esto es, el dato que tenemos de donaciones 
por parte de los bancos multilaterales representa una pequeña 
cuantía comparado a lo que proviene de créditos, préstamos y, 
en general, de mecanismos reembolsables. Dado esto, se 
contactó al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
indagando sobre el dinero que proviene de recursos 
reembolsables, y al día de hoy, no se ha recibido respuesta. 

Es necesario resaltar que es preocupante el hecho de que sea 
tan difícil acceder a los datos de los recursos que no 

corresponden a donaciones, y que estos, en la medida en que son 
préstamos otorgados al Gobierno nacional, se manejan con la 
falta de transparencia característica de las �nanzas públicas de 
Colombia, ya descrita en la sección anterior. Se puede especular 
que los recursos provenientes de créditos multilaterales se ven 
re�ejados en el gasto público reportado en el MRV. En efecto, en 
la variable “Nombre Fuentes de Financiación” de esta base de 
datos, de los $14,3 billones de �nanciación pública que se 
registran, $0,15 billones provienen de “Recursos del crédito 
externo previa autorización” y $0,05 billones de “Préstamos 
destinación especí�ca”. No obstante, sin una respuesta clara por 
parte del Ministerio de Hacienda, la realidad es que desde la 
sociedad civil lo máximo que se puede hacer son especulaciones 
informadas.

Hechas las salvedades pertinentes –en especial, que no hay 
buena trazabilidad de los recursos para el cambio climático que 
entran al país por conceptos distintos a donaciones—, 
procedemos a analizar la distribución territorial de los mismos, 
y en especial qué porción de los recursos van especí�camente a 
la Amazonía colombiana.

Es importante especi�car, en primera medida, cuáles son 
los departamentos que hacen parte de esta región y que se 
incorporan en el análisis. Así pues, basándonos en la de�nición 
de la Consejería Presidencial para las Regiones (2021), los 6 
departamentos que hacen parte de la región amazónica son 
Amazonas, Caquetá, Guainía, Guaviare, Putumayo y Vaupés. 

Teniendo en cuenta esta de�nición regional, lo primero 
que se observa es que la mayoría de los recursos provenientes del 
sector público internacional, $2,37 billones de pesos, tienen una 
destinación genérica nacional, es decir, no tienen una 
destinación a un departamento especí�co según el sistema 
MRV, o los programas a los que se destinan los recursos operan 
en más de un departamento y no hay una manera evidente  de 
dividir los montos entre los programas. 

De las regiones para las cuales se registran fondos 
especí�camente asignados, la amazónica es la segunda con 
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Grá�co 3: Financiamiento pública nacional según el
departamento en el que se realiza la inversión (2011-2020).

Departamento. El color muestra suma de Monto total. El tamaño muestra
suma de Monto total. Las marcas se etiquetan por Departamento. La vista
se �ltra en Departamento, lo que excluye Total Región Amazónica.

Fuente: elaboración propia con base en datos del sistema MRV del DNP.

En cuanto a la �nanciación pública nacional, durante los 
años cubiertos por el MRV (2011-2020) se encuentran $487 mil 
millones destinados especí�camente a la Amazonía colombiana, 
tal como se observa en el grá�co 3. Estos recursos destinados a la 
Amazonía colombiana representan apenas el 3,4% de los $14,3 
billones registrados en el MRV como �nanciación pública 
nacional. Esto no se debe necesariamente a que la Amazonía sea 
una región de baja prioridad, sino principalmente a que $5,9 
billones de estos fondos no se le atribuyen en la base de datos 
especí�camente a ningún departamento, ni a ningún municipio. 

Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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mayor inversión después de la Orinoquía, con $605 mil millones 
a lo largo de los 10 años en estudio. La región amazónica cuenta, 
pues, con el 14% del total de las donaciones del sector público 
internacional reportadas en el sistema MRV entre 2011 y 2020. 
Los principales donantes que contribuyen a los fondos que 
operan especí�camente en la Amazonía colombiana están 
relacionados en la Tabla 1.



Por último, vale la pena destacar que, de los recursos 
públicos nacionales asociados especí�camente con la región 
amazónica, de ninguno se indica una fuente de �nanciamiento 
que permita inferir con claridad que proviene de créditos 
internacionales. Una vez más, hay que recalcar que más que un 
papel limitado de la �nanciación climática por parte de la banca 
multilateral, lo que esto advierte es que hay importantes 
limitaciones acerca de la información disponible al público sobre 
el funcionamiento general de las �nanzas públicas. A 
continuación, por lo tanto, se discute la transparencia en la 
difusión de información sobre los fondos climáticos.

Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 

documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).



Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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Como se ha venido señalando en las distintas secciones del 
documento, la información sobre los recursos para la gestión del 
cambio climático es opaca en la medida en la cual se hace a través 
del Estado colombiano, tanto si el Estado es quien la �nancia 
como si se �nancia por medio de la banca multilateral. Esto se 
con�rma en las entrevistas realizadas a funcionarios de las 
entidades encargadas del manejo de los recursos y  de entidades 
territoriales y sociedad civil, que se analizan a continuación.

4.1 La transparencia percibida por los funcionarios

Las entrevistas semiestructuradas llevadas a cabo con 
funcionarios a cargo de la asignación o el manejo de fondos 
sugieren que, si bien la información sobre cómo acceder a los 
fondos está, en principio, a disposición del público, llegar a ella y, 
sobre todo, tener acceso a los recursos, no es fácil para las 
comunidades relevantes, dado que se requiere un capital cultural 
y competencias técnicas que no es de esperarse que se 
encuentren en las comunidades. Como lo explica un funcionario 
del Programa para el Medio Ambiente de la ONU para América 
Latina y el Caribe,

“La información toda está en los sitios web de las iniciativas, 
evidentemente está en internet, la mayoría de los casos en inglés y 
pues está agregada [sic] con lo que estos fondos hacen en todos los 
países del mundo que hacen parte de la convención de cambio 
climático, entonces es buscar mucho dentro de las páginas, eso sí” 
(funcionario del Programa para el Medio Ambiente de la ONU 
para América Latina y el Caribe, 2021).

En la narrativa de los funcionarios, cuando las 
convocatorias están dirigidas a megaproyectos de miles de 
millones de pesos o dólares, casi siempre se hacen a través de 
entidades como el Ministerio de Ambiente, el Ministerio de 
Minas y Energía, o programas especí�cos del gobierno 
�nanciados por la cooperación internacional como lo es REM 
Visión Amazonía (el cual cuenta con �nanciamiento de 

Noruega, el Reino Unido y la República Federal de Alemania a 
través del banco KfW). El Sistema General de Regalías 
igualmente es una fuente importante de �nanciación, como lo 
menciona un experto del área de plani�cación y ordenamiento 
ambiental de Corpoamazonía:

“El viernes pasado cerró una convocatoria de 50.000 millones 
de pesos para todo el país del Ministerio de Ambiente del Sistema 
General de Regalías. Nosotros alcanzamos a presentar más de 10 
proyectos en todas las áreas, en páramos, tenemos en el Amazonas, 
tenemos los lagos de Tarapoto que ya están declarados como sitios 
de conservación, estamos haciendo planes para ejecutar allá su 
conservación, su mantenimiento. Hay proyectos, ya están 
viabilizados, ya tienen todo los soportes, y ahora esperar de esa 
convocatoria, presentamos 10, tú ves, 50.000 millones pueden ser 
mucho para una actividad, pero si ya recoges 50.000 millones entre 
1.000 municipios que se podían presentar a la convocatoria entre 
todos los departamentos, entre todas las corporaciones, ONG 
podían presentarse, vamos a ver cómo nos va, ese es un claro 
ejemplo que nos toca pues luchar por los recursos para 
gestionarlos” (Experto del área de Plani�cación y Ordenamiento 
Ambiental de Corpoamazonía, 2021).

En grandes proyectos como los mencionados se puede 
buscar la retroalimentación de los stakeholders de la comunidad, 
pero están diseñados para que el papel de esta sea reactivo más 
que proactivo. La rendición de cuentas se hace directamente al 
Ministerio de Ambiente, la Contraloría General de la República, 
la Procuraduría General de la Nación y pasa a ser monitoreada 
por el MRV del Departamento Nacional de Planeación. 

Cuando la convocatoria es dirigida por entidades 
internacionales que trabajan directamente en la región, como es 
el caso de GEF, GCF, USAID, o la Alianza de Cooperación con 
Países Europeos, hay más campo para que participen de manera 
proactiva entidades de la sociedad civil organizada que hagan 
convenios con ONG, como el Instituto Sinchi, las comunidades 
afrocolombianas, indígenas y campesinas de la región. Las 
organizaciones internacionales en cuestión tienen ciertos 
objetivos y temas de interés en los cuales quieren trabajar, que 
pueden ir alineados o no con la agenda nacional del momento en 
cuanto a trabajo dentro de la Amazonía. Las organizaciones 
buscan de�nir junto con las comunidades comités para escoger 
los proyectos a ejecutarse dentro de la región, y las cuentas se 
rinden directamente a estas organizaciones a través de 
entregables e informes de gestión que luego se pueden consultar 
en línea. Como lo explica un funcionario de Visión Amazonía, la 
demanda de ciertos tipos de proyectos por parte de los 
�nanciadores es determinante a la hora de de�nir qué proyectos 
obtienen fondos, pero existen espacios para la participación de la 
comunidad:

“Se hacen convocatorias, se dice cuánto presupuesto hay, todo 
desde la demanda, como se puedan organizar pueden presentar la 
propuesta, se pueden organizar con ONG, universidades con lo 
que quieran o no, entonces viene una, la vez pasada llegaron 100 
propuestas, pasaron 30 y se hace un comité donde hay 
representación indígena de la región, son parte de la toma de 
decisiones del proyecto, todo el mundo puede presentarse, del 
territorio amazónico” (asesor principal REM Colombia de 
Visión Amazonía, 2021).

Postularse a convocatorias, como lo ilustran las narrativas de 
los funcionarios, requiere por lo menos cierto nivel de 
conocimiento especializado, lo cual hace que sea más natural 
buscar cómo postularse a convocatorias para individuos con un 
alto capital cultural. En la siguiente subsección, por lo tanto, se 
presenta un recuento de las percepciones de las comunidades 
acerca de la transparencia de los fondos climáticos.

4.2 La transparencia percibida por comunidades y entidades 
territoriales

 
En el territorio hay posiciones encontradas con respecto a 

qué tan transparente es el acceso a la información de los fondos 
climáticos. Cuando se habla de transparencia con funcionarios 
de instituciones locales, resaltan el debido proceso que llevan las 
convocatorias abiertas y agregan que ellos están sujetos a 
revisiones de ejecución por parte de la Contraloría, y demuestran 
conocimiento de la institucionalidad relevante.  

“Actualmente, por ejemplo, se usa mucho acceder a recursos 
del Sistema General de Regalías (...) se abren convocatorias pero 
deben estar en el marco de demandas territoriales identi�cadas, 
entonces uno ve la convocatoria por internet, diseña el proyecto de 
acuerdo a los términos de referencia y viene el proceso de 
participación, hay unos evaluadores, a mí me parece muy bien 
diseñado” (Entrevista con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 
2021).

Desde las instituciones se entiende la importancia de las 
comunidades, pero no se les da un papel activo en la aplicación a 
las convocatorias: 

“Nosotros como instituciones debemos buscarlos [a las 
comunidades] porque los necesitamos como aliados, pero que sean 
directamente los formuladores no, porque ¿Cómo se van a 
enterar? yo escuché alguna vez que anunciaron un proyecto por 
radio, pero no es tan común. Yo creo que sí se puede, sobre todo 
con gremios más que con juntas de acción comunal” (Entrevista 
con funcionario de Agrosavia, Caquetá, 2021).

 
Además, se percibe que los fondos terminan ejecutándose 

en una comunidad y no en otra dependiendo de las relaciones 
políticas y de los liderazgos individuales: 

“Los proyectos que yo he visto con juntas de acción comunal 
no es porque los formule la junta, sino porque el presidente o 
alguno de los líderes es de esas personas que se mueve, y se la pasa 
en la alcaldía y en la CAR llamando la atención y entonces cuando 
la alcaldía o la CAR tienen algún proyecto dicen ‘vámonos a 
dónde este señor que ha estado llamándonos tanto’. Entonces es la 
institución la que decide trabajar con esa asociación gracias a ese 
liderazgo” (Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 

Así, es una percepción generalizada que “quienes tienen 
acceso a los recursos son quienes tienen las conexiones, no es por 
meritocracia o por impacto” (entrevista con �nanciador privado, 
Caquetá). Por ejemplo, se habla de que “Todavía se maneja 
mucho el amiguismo (...) digamos, hay proyectos muy 
interesantes, y si uno puede llegar al mandatario a socializárselo, 
entonces eso mismo va haciendo que abra muchas puertas (...) 
ellos lo manejan con convenios con las fundaciones” (Exsecretaria 
de Hacienda Florencia, Caquetá, 2021). 

Debido a lo anterior, las comunidades e iniciativas 
�nanciadas requieren del relacionamiento político de líderes 
locales. Por ejemplo, se observó el caso del dueño de un proyecto 

ambiental de la sociedad civil, quien comenta que la clave de su 
éxito obteniendo convenios es que “les entra” a las instituciones, 
no solo por los indicadores, sino por las emociones de los 
funcionarios, y recalca que el quid  para obtener convenios es dar 
la mejor impresión posible en esas interacciones cortas. Como 
ilustración, durante nuestra visita de campo llegaron a visitar el 
proyecto tres funcionarios: uno del Programa de las Naciones 
Unidas para el Desarrollo (PNUD) y dos de Corpoamazonía. 
Ellos solo contaban con 45 minutos para conocer el proyecto y 
estaban agotados, pero contentos, porque el evento que cerraban 
ese día había sido todo un éxito. El dueño del proyecto los felicitó 
y los guió por un recorrido breve en el que les mostraba el vivero 
y las colmenas, mientras que les enviaba por WhatsApp fotos y 
renders de lo que quería construir. Cuando se sentaron a comer, 
presentó a una de las asistentes como la secretaria de la junta de 
acción comunal de la vereda. Pese a que su papel ese día era de 
cocinera, los funcionarios parecieron irse convencidos del gran 
impacto del proyecto y de las fuertes alianzas con las que cuenta.

La mediación de las instituciones y la falta de conexiones de 
las comunidades de base son barreras a la hora de acercar a las 
comunidades al proceso de asignación y distribución de fondos 
climáticos. A esto se suma que los líderes locales suelen ser 
mayores, y sus proyectos están en riesgo de acabar cuando ellos 
mueren. Sin embargo, el relevo generacional es simultáneamente 
el punto frágil y la solución que plantean los jóvenes en el 
territorio. Según uno de ellos, 

“Es que, digamos, para mi mamá había dos caminos: la 
ganadería si quería ser legal y la coca si quería irse a lo ilegal. En 
cambio, pues a mí me toca más duro, pero también he descubierto 
más opciones. Por ejemplo, todo eso de lo que hablan aquí de las 
abejas y los frutos amazónicos y, digamos, aquí el profesor [dueño 
de un proyecto ambiental] le enseña a uno y hay alguna gente que 
lo acompaña. Yo lo que creo es que uno arranca participando ahí 
por el lado en el proyecto, pero la gente lo va guiando a que uno 
termine de dueño de esas iniciativas, como Felipe que él ya está ahí 
al frente y se trata con los chalecos [funcionarios de entidades como 
PNUD]" (Diario de campo, Caquetá, 2021).
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El monitoreo y evaluación del uso de los fondos climáticos 
puede darse a través del Estado colombiano cuando este es el 
�nanciador, o cuando los recursos se canalizan mediante este. En 
este caso, los mecanismos son semejantes a los empleados para 
otros tipos de gasto público: la Contraloría General de la 
República lleva a cabo un control selectivo (es decir, no se puede 
contar, por la magnitud de la tarea, con que todos y cada uno de 
los programas del Estado se auditen), y el DNP puede llevar a 
cabo evaluaciones de impacto solicitadas por distintas entidades; 
pero es perfectamente factible que un programa nunca sea 
auditado y que nunca se lleve a cabo una evaluación de impacto 
para valorarlo. Las entrevistas realizadas a funcionarios a cargo de 
la asignación y manejo de recursos en el sector público sugieren 
que hacen falta recursos tanto monetarios como de personal para 
hacer una vigilancia exhaustiva de los proyectos climáticos que se 
desarrollan allí. Según una funcionaria,

“ (...) En el sector público el control y vigilancia por lo general 
no tienen el equipo su�ciente para estar haciendo esa vigilancia, de 
hecho hay investigaciones y noticias que muestran hay mucha 
deforestación en las áreas protegidas, y ¿de qué sirve que Duque 
diga que va a aumentar las áreas protegidas si el gobierno no tiene 

la capacidad para manejarlas para controlar la deforestación allí? 
En cambio, si se hace conservación dentro de las áreas privadas 
está el propietario a cargo, y de pronto si se hace de manera 
colectiva –como lo hacen reservas de la sociedad civil– se pueden 
generar mecanismos más e�cientes para que se logre hacer ese 
control y vigilancia y se garantice que se está conservando el 
bosque, porque el Estado no tiene la capacidad ni la 
infraestructura, no solo porque en muchos lugares no tienen 
su�cientes recursos ni su�ciente personal para hacerlo, sino que 
también sabemos que hay muchas zonas que están con todo el 
tema de la violencia, guerrilla y paras, que no dejan que se haga 
control y vigilancia… si viéramos que el Estado puede hacer eso no 
tendríamos esas cifras de deforestación tan altas dentro del sistema 
de áreas protegidas (…)” (Experta de Patrimonio Natural, 2021).

 En la medida en la cual el Gobierno adquiere 
compromisos internacionales para la gestión del cambio 
climático, es posible vislumbrar una rendición de cuentas más 
certera. Un ejemplo es el hecho de que el MRV, la principal 
herramienta para el análisis de la gestión del cambio climático en 
el país, haya sido promovido y �nanciado por los �rmantes de la 
Declaración Conjunta de Intención. Más aún, la declaración 
detalla en sus anexos estándares claros de medición de resultados, 
que el Gobierno colombiano deberá demostrar para acceder a los 
recursos prometidos. Por ejemplo, las metas incluyen, entre otras, 
reducir la tala de bosques naturales a 155.000 hectáreas o menos 
para el 2022, y a 100.000 hectáreas o menos para el 2025; un 
aumento de 195 mil hectáreas de pagos por servicios ambientales; 
el registro de 1 millón de hectáreas en zonas de alta deforestación; 
iniciar procesos de restauración en 200.000 hectáreas, incluyendo 
en territorios colectivos de comunidades étnicas; 500.000 
hectáreas de manejo sostenible de bosques; 147.000 hectáreas de 
ganadería sostenible con cero deforestación; 750.000 hectáreas 
incorporadas al sistema nacional de áreas protegidas, etc. El 
cumplimiento de estas metas debe ser veri�cado de manera 
independiente con herramientas como la medición satelital 
remota, al igual que por  informes con metas e hitos detallados 
que el Gobierno de Colombia debe entregar a los demás países 

�rmantes si espera recibir los pagos prometidos a cambio de la 
reducción en emisiones de carbono. 

 La �losofía alrededor de estos reportes del Gobierno 
colombiano a los demás gobiernos resalta la transparencia y la 
participación de stakeholders que incluyen a las comunidades 
locales. En ese sentido, la Declaración Conjunta de Intención pone 
a cargo del Ministerio de Ambiente la creación de un espacio para 
múltiples stakeholders nacionales que reúna representantes de las 
comunidades locales, la sociedad civil, las instituciones públicas 
regionales, y el sector privado, que busque permitir la inclusión de 
distintos sectores y actores en el diálogo, y que monitoree la 
formulación de acciones y medidas y la implementación efectiva 
de las metas de REDD+ en Colombia (Declaración Conjunta de 
Intención, p.4, 2019).

También se especi�ca que las organizaciones campesinas, 
indígenas, afrocolombianas y de otros grupos relevantes también 
pueden ser medios de participación en el proceso de monitoreo. 
Pese a esto, las percepciones desde el territorio son distintas. 

En la práctica, a todos los niveles existen di�cultades para la 
revisión y el monitoreo. Incluso los funcionarios de entidades de 
cooperación multilateral reconocían en las entrevistas que hace 
falta bastante trabajo para medir la efectividad de los programas, y 
que lo que se realiza es un monitoreo de la ejecución. Esto lleva a 
errores e ine�ciencias, especialmente en los proyectos privados, y 
hay señalamientos de corrupción entre los ejecutores de 
proyectos, lo cual genera descon�anza y rechazo hacia ciertas 
iniciativas. La descon�anza proviene de que las comunidades ya 
han vivido casos en los que el ejecutor se apropia de parte de los 
recursos, o en los que los proyectos no son sostenibles en el 
tiempo: 

“Llegó un nuevo chaleco, un chaleco es un nuevo fondo, ya la 
gente no come cuento, todo el mundo [dice] ‘ah, ya más de lo 
mismo, nos van a poner a hacer talleres, nos dan más de lo mismo, 
nos dan tres cositas y al �nal no pasa nada’, tenemos el cacao y 
después no se vende, se ha perdido con�anza, credibilidad” 
(Entrevista con dueño proyecto climático privado, Caquetá, 
2021).

Es fundamental que desde el diseño de los términos de 
referencia de los fondos se planteen condiciones para que estos 
conecten con las comunidades en las que se ejecutarán, para que 
el ciclo de vida del proyecto no acabe cuando se terminan los 
fondos como, se percibe, suele ocurrir: 

“Hay que generar un cambio cultural durante el proyecto 
porque, por ejemplo, si se le paga a los propietarios por no tumbar 
bosque cuando se acaban los fondos, si no se ha generado ningún 
incentivo, ellos amenazan con tumbar, o peor, lo hacen” 
(Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 
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El monitoreo y evaluación del uso de los fondos climáticos 
puede darse a través del Estado colombiano cuando este es el 
�nanciador, o cuando los recursos se canalizan mediante este. En 
este caso, los mecanismos son semejantes a los empleados para 
otros tipos de gasto público: la Contraloría General de la 
República lleva a cabo un control selectivo (es decir, no se puede 
contar, por la magnitud de la tarea, con que todos y cada uno de 
los programas del Estado se auditen), y el DNP puede llevar a 
cabo evaluaciones de impacto solicitadas por distintas entidades; 
pero es perfectamente factible que un programa nunca sea 
auditado y que nunca se lleve a cabo una evaluación de impacto 
para valorarlo. Las entrevistas realizadas a funcionarios a cargo de 
la asignación y manejo de recursos en el sector público sugieren 
que hacen falta recursos tanto monetarios como de personal para 
hacer una vigilancia exhaustiva de los proyectos climáticos que se 
desarrollan allí. Según una funcionaria,

“ (...) En el sector público el control y vigilancia por lo general 
no tienen el equipo su�ciente para estar haciendo esa vigilancia, de 
hecho hay investigaciones y noticias que muestran hay mucha 
deforestación en las áreas protegidas, y ¿de qué sirve que Duque 
diga que va a aumentar las áreas protegidas si el gobierno no tiene 

la capacidad para manejarlas para controlar la deforestación allí? 
En cambio, si se hace conservación dentro de las áreas privadas 
está el propietario a cargo, y de pronto si se hace de manera 
colectiva –como lo hacen reservas de la sociedad civil– se pueden 
generar mecanismos más e�cientes para que se logre hacer ese 
control y vigilancia y se garantice que se está conservando el 
bosque, porque el Estado no tiene la capacidad ni la 
infraestructura, no solo porque en muchos lugares no tienen 
su�cientes recursos ni su�ciente personal para hacerlo, sino que 
también sabemos que hay muchas zonas que están con todo el 
tema de la violencia, guerrilla y paras, que no dejan que se haga 
control y vigilancia… si viéramos que el Estado puede hacer eso no 
tendríamos esas cifras de deforestación tan altas dentro del sistema 
de áreas protegidas (…)” (Experta de Patrimonio Natural, 2021).

 En la medida en la cual el Gobierno adquiere 
compromisos internacionales para la gestión del cambio 
climático, es posible vislumbrar una rendición de cuentas más 
certera. Un ejemplo es el hecho de que el MRV, la principal 
herramienta para el análisis de la gestión del cambio climático en 
el país, haya sido promovido y �nanciado por los �rmantes de la 
Declaración Conjunta de Intención. Más aún, la declaración 
detalla en sus anexos estándares claros de medición de resultados, 
que el Gobierno colombiano deberá demostrar para acceder a los 
recursos prometidos. Por ejemplo, las metas incluyen, entre otras, 
reducir la tala de bosques naturales a 155.000 hectáreas o menos 
para el 2022, y a 100.000 hectáreas o menos para el 2025; un 
aumento de 195 mil hectáreas de pagos por servicios ambientales; 
el registro de 1 millón de hectáreas en zonas de alta deforestación; 
iniciar procesos de restauración en 200.000 hectáreas, incluyendo 
en territorios colectivos de comunidades étnicas; 500.000 
hectáreas de manejo sostenible de bosques; 147.000 hectáreas de 
ganadería sostenible con cero deforestación; 750.000 hectáreas 
incorporadas al sistema nacional de áreas protegidas, etc. El 
cumplimiento de estas metas debe ser veri�cado de manera 
independiente con herramientas como la medición satelital 
remota, al igual que por  informes con metas e hitos detallados 
que el Gobierno de Colombia debe entregar a los demás países 

�rmantes si espera recibir los pagos prometidos a cambio de la 
reducción en emisiones de carbono. 

 La �losofía alrededor de estos reportes del Gobierno 
colombiano a los demás gobiernos resalta la transparencia y la 
participación de stakeholders que incluyen a las comunidades 
locales. En ese sentido, la Declaración Conjunta de Intención pone 
a cargo del Ministerio de Ambiente la creación de un espacio para 
múltiples stakeholders nacionales que reúna representantes de las 
comunidades locales, la sociedad civil, las instituciones públicas 
regionales, y el sector privado, que busque permitir la inclusión de 
distintos sectores y actores en el diálogo, y que monitoree la 
formulación de acciones y medidas y la implementación efectiva 
de las metas de REDD+ en Colombia (Declaración Conjunta de 
Intención, p.4, 2019).

También se especi�ca que las organizaciones campesinas, 
indígenas, afrocolombianas y de otros grupos relevantes también 
pueden ser medios de participación en el proceso de monitoreo. 
Pese a esto, las percepciones desde el territorio son distintas. 

En la práctica, a todos los niveles existen di�cultades para la 
revisión y el monitoreo. Incluso los funcionarios de entidades de 
cooperación multilateral reconocían en las entrevistas que hace 
falta bastante trabajo para medir la efectividad de los programas, y 
que lo que se realiza es un monitoreo de la ejecución. Esto lleva a 
errores e ine�ciencias, especialmente en los proyectos privados, y 
hay señalamientos de corrupción entre los ejecutores de 
proyectos, lo cual genera descon�anza y rechazo hacia ciertas 
iniciativas. La descon�anza proviene de que las comunidades ya 
han vivido casos en los que el ejecutor se apropia de parte de los 
recursos, o en los que los proyectos no son sostenibles en el 
tiempo: 

“Llegó un nuevo chaleco, un chaleco es un nuevo fondo, ya la 
gente no come cuento, todo el mundo [dice] ‘ah, ya más de lo 
mismo, nos van a poner a hacer talleres, nos dan más de lo mismo, 
nos dan tres cositas y al �nal no pasa nada’, tenemos el cacao y 
después no se vende, se ha perdido con�anza, credibilidad” 
(Entrevista con dueño proyecto climático privado, Caquetá, 
2021).

Es fundamental que desde el diseño de los términos de 
referencia de los fondos se planteen condiciones para que estos 
conecten con las comunidades en las que se ejecutarán, para que 
el ciclo de vida del proyecto no acabe cuando se terminan los 
fondos como, se percibe, suele ocurrir: 

“Hay que generar un cambio cultural durante el proyecto 
porque, por ejemplo, si se le paga a los propietarios por no tumbar 
bosque cuando se acaban los fondos, si no se ha generado ningún 
incentivo, ellos amenazan con tumbar, o peor, lo hacen” 
(Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 
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El monitoreo y evaluación del uso de los fondos climáticos 
puede darse a través del Estado colombiano cuando este es el 
�nanciador, o cuando los recursos se canalizan mediante este. En 
este caso, los mecanismos son semejantes a los empleados para 
otros tipos de gasto público: la Contraloría General de la 
República lleva a cabo un control selectivo (es decir, no se puede 
contar, por la magnitud de la tarea, con que todos y cada uno de 
los programas del Estado se auditen), y el DNP puede llevar a 
cabo evaluaciones de impacto solicitadas por distintas entidades; 
pero es perfectamente factible que un programa nunca sea 
auditado y que nunca se lleve a cabo una evaluación de impacto 
para valorarlo. Las entrevistas realizadas a funcionarios a cargo de 
la asignación y manejo de recursos en el sector público sugieren 
que hacen falta recursos tanto monetarios como de personal para 
hacer una vigilancia exhaustiva de los proyectos climáticos que se 
desarrollan allí. Según una funcionaria,

“ (...) En el sector público el control y vigilancia por lo general 
no tienen el equipo su�ciente para estar haciendo esa vigilancia, de 
hecho hay investigaciones y noticias que muestran hay mucha 
deforestación en las áreas protegidas, y ¿de qué sirve que Duque 
diga que va a aumentar las áreas protegidas si el gobierno no tiene 

la capacidad para manejarlas para controlar la deforestación allí? 
En cambio, si se hace conservación dentro de las áreas privadas 
está el propietario a cargo, y de pronto si se hace de manera 
colectiva –como lo hacen reservas de la sociedad civil– se pueden 
generar mecanismos más e�cientes para que se logre hacer ese 
control y vigilancia y se garantice que se está conservando el 
bosque, porque el Estado no tiene la capacidad ni la 
infraestructura, no solo porque en muchos lugares no tienen 
su�cientes recursos ni su�ciente personal para hacerlo, sino que 
también sabemos que hay muchas zonas que están con todo el 
tema de la violencia, guerrilla y paras, que no dejan que se haga 
control y vigilancia… si viéramos que el Estado puede hacer eso no 
tendríamos esas cifras de deforestación tan altas dentro del sistema 
de áreas protegidas (…)” (Experta de Patrimonio Natural, 2021).

 En la medida en la cual el Gobierno adquiere 
compromisos internacionales para la gestión del cambio 
climático, es posible vislumbrar una rendición de cuentas más 
certera. Un ejemplo es el hecho de que el MRV, la principal 
herramienta para el análisis de la gestión del cambio climático en 
el país, haya sido promovido y �nanciado por los �rmantes de la 
Declaración Conjunta de Intención. Más aún, la declaración 
detalla en sus anexos estándares claros de medición de resultados, 
que el Gobierno colombiano deberá demostrar para acceder a los 
recursos prometidos. Por ejemplo, las metas incluyen, entre otras, 
reducir la tala de bosques naturales a 155.000 hectáreas o menos 
para el 2022, y a 100.000 hectáreas o menos para el 2025; un 
aumento de 195 mil hectáreas de pagos por servicios ambientales; 
el registro de 1 millón de hectáreas en zonas de alta deforestación; 
iniciar procesos de restauración en 200.000 hectáreas, incluyendo 
en territorios colectivos de comunidades étnicas; 500.000 
hectáreas de manejo sostenible de bosques; 147.000 hectáreas de 
ganadería sostenible con cero deforestación; 750.000 hectáreas 
incorporadas al sistema nacional de áreas protegidas, etc. El 
cumplimiento de estas metas debe ser veri�cado de manera 
independiente con herramientas como la medición satelital 
remota, al igual que por  informes con metas e hitos detallados 
que el Gobierno de Colombia debe entregar a los demás países 

�rmantes si espera recibir los pagos prometidos a cambio de la 
reducción en emisiones de carbono. 

 La �losofía alrededor de estos reportes del Gobierno 
colombiano a los demás gobiernos resalta la transparencia y la 
participación de stakeholders que incluyen a las comunidades 
locales. En ese sentido, la Declaración Conjunta de Intención pone 
a cargo del Ministerio de Ambiente la creación de un espacio para 
múltiples stakeholders nacionales que reúna representantes de las 
comunidades locales, la sociedad civil, las instituciones públicas 
regionales, y el sector privado, que busque permitir la inclusión de 
distintos sectores y actores en el diálogo, y que monitoree la 
formulación de acciones y medidas y la implementación efectiva 
de las metas de REDD+ en Colombia (Declaración Conjunta de 
Intención, p.4, 2019).

También se especi�ca que las organizaciones campesinas, 
indígenas, afrocolombianas y de otros grupos relevantes también 
pueden ser medios de participación en el proceso de monitoreo. 
Pese a esto, las percepciones desde el territorio son distintas. 

En la práctica, a todos los niveles existen di�cultades para la 
revisión y el monitoreo. Incluso los funcionarios de entidades de 
cooperación multilateral reconocían en las entrevistas que hace 
falta bastante trabajo para medir la efectividad de los programas, y 
que lo que se realiza es un monitoreo de la ejecución. Esto lleva a 
errores e ine�ciencias, especialmente en los proyectos privados, y 
hay señalamientos de corrupción entre los ejecutores de 
proyectos, lo cual genera descon�anza y rechazo hacia ciertas 
iniciativas. La descon�anza proviene de que las comunidades ya 
han vivido casos en los que el ejecutor se apropia de parte de los 
recursos, o en los que los proyectos no son sostenibles en el 
tiempo: 

“Llegó un nuevo chaleco, un chaleco es un nuevo fondo, ya la 
gente no come cuento, todo el mundo [dice] ‘ah, ya más de lo 
mismo, nos van a poner a hacer talleres, nos dan más de lo mismo, 
nos dan tres cositas y al �nal no pasa nada’, tenemos el cacao y 
después no se vende, se ha perdido con�anza, credibilidad” 
(Entrevista con dueño proyecto climático privado, Caquetá, 
2021).

Es fundamental que desde el diseño de los términos de 
referencia de los fondos se planteen condiciones para que estos 
conecten con las comunidades en las que se ejecutarán, para que 
el ciclo de vida del proyecto no acabe cuando se terminan los 
fondos como, se percibe, suele ocurrir: 

“Hay que generar un cambio cultural durante el proyecto 
porque, por ejemplo, si se le paga a los propietarios por no tumbar 
bosque cuando se acaban los fondos, si no se ha generado ningún 
incentivo, ellos amenazan con tumbar, o peor, lo hacen” 
(Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 
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El monitoreo y evaluación del uso de los fondos climáticos 
puede darse a través del Estado colombiano cuando este es el 
�nanciador, o cuando los recursos se canalizan mediante este. En 
este caso, los mecanismos son semejantes a los empleados para 
otros tipos de gasto público: la Contraloría General de la 
República lleva a cabo un control selectivo (es decir, no se puede 
contar, por la magnitud de la tarea, con que todos y cada uno de 
los programas del Estado se auditen), y el DNP puede llevar a 
cabo evaluaciones de impacto solicitadas por distintas entidades; 
pero es perfectamente factible que un programa nunca sea 
auditado y que nunca se lleve a cabo una evaluación de impacto 
para valorarlo. Las entrevistas realizadas a funcionarios a cargo de 
la asignación y manejo de recursos en el sector público sugieren 
que hacen falta recursos tanto monetarios como de personal para 
hacer una vigilancia exhaustiva de los proyectos climáticos que se 
desarrollan allí. Según una funcionaria,

“ (...) En el sector público el control y vigilancia por lo general 
no tienen el equipo su�ciente para estar haciendo esa vigilancia, de 
hecho hay investigaciones y noticias que muestran hay mucha 
deforestación en las áreas protegidas, y ¿de qué sirve que Duque 
diga que va a aumentar las áreas protegidas si el gobierno no tiene 

la capacidad para manejarlas para controlar la deforestación allí? 
En cambio, si se hace conservación dentro de las áreas privadas 
está el propietario a cargo, y de pronto si se hace de manera 
colectiva –como lo hacen reservas de la sociedad civil– se pueden 
generar mecanismos más e�cientes para que se logre hacer ese 
control y vigilancia y se garantice que se está conservando el 
bosque, porque el Estado no tiene la capacidad ni la 
infraestructura, no solo porque en muchos lugares no tienen 
su�cientes recursos ni su�ciente personal para hacerlo, sino que 
también sabemos que hay muchas zonas que están con todo el 
tema de la violencia, guerrilla y paras, que no dejan que se haga 
control y vigilancia… si viéramos que el Estado puede hacer eso no 
tendríamos esas cifras de deforestación tan altas dentro del sistema 
de áreas protegidas (…)” (Experta de Patrimonio Natural, 2021).

 En la medida en la cual el Gobierno adquiere 
compromisos internacionales para la gestión del cambio 
climático, es posible vislumbrar una rendición de cuentas más 
certera. Un ejemplo es el hecho de que el MRV, la principal 
herramienta para el análisis de la gestión del cambio climático en 
el país, haya sido promovido y �nanciado por los �rmantes de la 
Declaración Conjunta de Intención. Más aún, la declaración 
detalla en sus anexos estándares claros de medición de resultados, 
que el Gobierno colombiano deberá demostrar para acceder a los 
recursos prometidos. Por ejemplo, las metas incluyen, entre otras, 
reducir la tala de bosques naturales a 155.000 hectáreas o menos 
para el 2022, y a 100.000 hectáreas o menos para el 2025; un 
aumento de 195 mil hectáreas de pagos por servicios ambientales; 
el registro de 1 millón de hectáreas en zonas de alta deforestación; 
iniciar procesos de restauración en 200.000 hectáreas, incluyendo 
en territorios colectivos de comunidades étnicas; 500.000 
hectáreas de manejo sostenible de bosques; 147.000 hectáreas de 
ganadería sostenible con cero deforestación; 750.000 hectáreas 
incorporadas al sistema nacional de áreas protegidas, etc. El 
cumplimiento de estas metas debe ser veri�cado de manera 
independiente con herramientas como la medición satelital 
remota, al igual que por  informes con metas e hitos detallados 
que el Gobierno de Colombia debe entregar a los demás países 

�rmantes si espera recibir los pagos prometidos a cambio de la 
reducción en emisiones de carbono. 

 La �losofía alrededor de estos reportes del Gobierno 
colombiano a los demás gobiernos resalta la transparencia y la 
participación de stakeholders que incluyen a las comunidades 
locales. En ese sentido, la Declaración Conjunta de Intención pone 
a cargo del Ministerio de Ambiente la creación de un espacio para 
múltiples stakeholders nacionales que reúna representantes de las 
comunidades locales, la sociedad civil, las instituciones públicas 
regionales, y el sector privado, que busque permitir la inclusión de 
distintos sectores y actores en el diálogo, y que monitoree la 
formulación de acciones y medidas y la implementación efectiva 
de las metas de REDD+ en Colombia (Declaración Conjunta de 
Intención, p.4, 2019).

También se especi�ca que las organizaciones campesinas, 
indígenas, afrocolombianas y de otros grupos relevantes también 
pueden ser medios de participación en el proceso de monitoreo. 
Pese a esto, las percepciones desde el territorio son distintas. 

En la práctica, a todos los niveles existen di�cultades para la 
revisión y el monitoreo. Incluso los funcionarios de entidades de 
cooperación multilateral reconocían en las entrevistas que hace 
falta bastante trabajo para medir la efectividad de los programas, y 
que lo que se realiza es un monitoreo de la ejecución. Esto lleva a 
errores e ine�ciencias, especialmente en los proyectos privados, y 
hay señalamientos de corrupción entre los ejecutores de 
proyectos, lo cual genera descon�anza y rechazo hacia ciertas 
iniciativas. La descon�anza proviene de que las comunidades ya 
han vivido casos en los que el ejecutor se apropia de parte de los 
recursos, o en los que los proyectos no son sostenibles en el 
tiempo: 

“Llegó un nuevo chaleco, un chaleco es un nuevo fondo, ya la 
gente no come cuento, todo el mundo [dice] ‘ah, ya más de lo 
mismo, nos van a poner a hacer talleres, nos dan más de lo mismo, 
nos dan tres cositas y al �nal no pasa nada’, tenemos el cacao y 
después no se vende, se ha perdido con�anza, credibilidad” 
(Entrevista con dueño proyecto climático privado, Caquetá, 
2021).

Es fundamental que desde el diseño de los términos de 
referencia de los fondos se planteen condiciones para que estos 
conecten con las comunidades en las que se ejecutarán, para que 
el ciclo de vida del proyecto no acabe cuando se terminan los 
fondos como, se percibe, suele ocurrir: 

“Hay que generar un cambio cultural durante el proyecto 
porque, por ejemplo, si se le paga a los propietarios por no tumbar 
bosque cuando se acaban los fondos, si no se ha generado ningún 
incentivo, ellos amenazan con tumbar, o peor, lo hacen” 
(Entrevista con funcionaria ejecutora, 2021). 
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06
Recomendaciones

y conclusión



Los fondos climáticos en Colombia y en la Amazonía 
colombiana surgen, por un lado, del cumplimiento de 
compromisos internacionales del país, �nanciándose tanto con 
fondos nacionales como extranjeros, e implementándose a 
través del Estado; y, por otro lado, provienen de distintas fuentes, 
mucho más variadas, que incluyen intervenciones directas de 
otros gobiernos y de donantes privados. No obstante, el análisis 
llevado a cabo en este documento nos permite a�rmar que la 
mayor parte dlos recursos proviene de unos pocos fondos 
canalizados por el Estado, incluyendo algunos de gran tamaño 
que provienen de gobiernos extranjeros. 

Entonces, si se busca mejorar las estructuras de 
funcionamiento de los fondos, sus mecanismos de distribución 
territorial, la difusión de la información acerca de cómo acceder 
a sus recursos, y los mecanismos de monitoreo y evaluación de 
su uso, tiene sentido concentrar los esfuerzos en mejorar la 
transparencia presupuestal del Estado colombiano, 
aprovechando los compromisos adquiridos por este mismo a 
nivel internacional en temas ambientales. Es de destacar, en 
especial, el detalle con el que se plantean las metas y los 
mecanismos de evaluación y de difusión de información entre 
los stakeholders, incluyendo las comunidades afectadas en la 
Declaración Conjunta de Intención (DCI) �rmada por 
Colombia con Noruega, Alemania y el Reino Unido. Este es un 
modelo a seguir que podría aplicarse a otros fondos ambientales 
en el país, y hacerlo  facilitaría, dado que ya se está 
implementando para ese fondo en particular. 

Cabe resaltar que la DCI incluye en su Anexo 2 el marco de 
monitoreo de las contribuciones hacia los objetivos de gestión 
del cambio climático estipulados por la misma. Este consiste de 
una matriz de monitoreo que enumera los objetivos de la DCI, y 
desglosa cada uno de ellos en distintos hitos. Estos a su vez 
pueden ser presentación de documentos, realización de 
convenios, actualizaciones catastrales, o cualquier otra cosa que 
contribuya hacia el cumplimiento de los objetivos planteados 
por la DCI. A continuación, se eligen indicadores para medir el 
nivel de cumplimiento de estos hitos, y se especi�ca una línea de 

base, es decir, el nivel del indicador al momento de la �rma de la 
DCI. Luego se indican distintas fechas futuras, cada una de ellas 
relacionada con el nivel que deberán alcanzar para ese momento 
los indicadores. Por último, se especi�can las entidades 
responsables y corresponsables de la implementación de los 
objetivos, y se señalan los medios de veri�cación y los tipos de 
medición. La veri�cación debe ser realizada de manera 
independiente y por último avalada por los �rmantes de la DCI.

Un resultado positivo de la cooperación con estos países es la 
base de datos del sistema MRV, que si bien ha recibido apoyo 
especial a causa de los compromisos de la DCI, provee 
información que cubre no solo los fondos directamente provistos 
por los países �rmantes, sino otros, y es la mejor fuente 
disponible al respecto. Fortalecer el MRV y los demás 
mecanismos planteados por la DCI para que cubrieran todos los 
recursos empleados para la gestión del cambio climático en el 
país sería una manera e�caz de mejorar el manejo de estos 
últimos.

Vale la pena tener en cuenta que la opacidad del gasto 
público no es exclusiva del manejo de los recursos destinados al 
sector ambiental, y que tiene varias causas. Una de ellas es que la 
misma contabilidad del Estado no está orientada a programas, lo 
cual di�culta hacerles seguimiento incluso en los raros casos en 
los que se cuenta con toda la información disponible. Si bien 
cuando los fondos se canalizan a través del Estado colombiano, 
los contratos deben registrarse en el Sistema Electrónico de 
Contratación Pública (SECOP) y se puede acceder a ellos si se 
conoce el contrato que se está buscando, la información acerca de 
qué contratos están relacionados con cada fondo ambiental o con 
cada objetivo de política pública no está disponible de manera 
centralizada ni es de fácil acceso. Y, como es natural, cuando los 
fondos son manejados directamente por donantes (p.ej., USAID) 
y no porel Estado, cada donante lleva sus propios registros según 
sus propias normas, y los desgloses en cuestión no están 
centralizados.

 Otro factor a tener en cuenta es que pese a que la Ley 1712 
de 2014 estipula que las entidades que manejan recursos públicos 

tienen la obligación de divulgar la información sobre estos de 
manera proactiva, lo cual implica que “El derecho de acceso a la 
información no radica únicamente en la obligación de dar 
respuesta a las peticiones de la sociedad, sino también en el deber 
de los sujetos obligados de promover y generar una cultura de 
transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divulgar 
documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de 
interés público, de forma rutinaria y proactiva, actualizada, 
accesible y comprensible” (Ley 1712 de 2014, Art.3),  la realidad es 
que el Estado –y, concretamente, el Ministerio de Hacienda– 
incumple de manera rutinaria y sistemática con esta obligación. 
La información con�ere poder, especialmente si es      sobre el uso 
de los recursos públicos, y la rama ejecutiva no parece tener 
su�cientes incentivos para ponerla a disposición de la ciudadanía. 
Para ejercer el contrapeso que constitucionalmente le 
corresponde, el Congreso de la República aprobó la Ley 1985 de 
2019, creando la O�cina de Asesoría Técnica Presupuestal 
(OATP), una de cuyas funciones es “Elaborar estudios para 
facilitar la labor de seguimiento de la ejecución presupuestaria y la 
calidad del gasto público por parte de las comisiones económicas 
y de presupuesto”. Sin embargo, el mismo Congreso no le ha 
asignado el presupuesto que requiere para empezar a funcionar, y 
hasta el momento la o�cina no se ha creado. En una 
comunicación personal, un senador de la República interesado en 
el funcionamiento de la OATP manifestó que, según el presidente 
del Senado, no era necesario darle recursos a la o�cina porque 
“uno podía hablar con el ministro de Hacienda para lo que 
necesitara y ya”. Es necesario exigir transparencia en el gasto 
público –incluyendo el relacionado con la gestión del cambio 
climático– desde la sociedad civil, si se busca que las leyes se 
pongan en práctica.

Para que en Colombia y en especial en la región de la 
Amazonía haya transparencia en el manejo de los recursos 
climáticos, se necesita que las entidades tanto nacionales como 
territoriales, extranjeras y privadas tengan una base de datos única 
que llenen como requisito nacional sobre los proyectos que 
implementan. El sistema MRV del Departamento de Planeación 
Nacional es un buen inicio, pero, como lo sostienen los mismos 

funcionarios encargados de mantenerlo, es importante que se 
amplíe su cubrimiento. Sería valioso en particular que este 
cubrimiento incluyera los fondos destinados a las pequeñas 
reservas. Si bien estas no son importantes en términos de 
magnitud, parecen contar con la con�anza de las comunidades 
locales, y pueden ser valiosas a la hora de articular los grandes 
compromisos internacionales con las realidades del territorio. 

 Esto último es de especial importancia. Una constante en 
todos los casos que analizamos fue que, incluso cuando las 
comunidades locales están involucradas en la gestión del cambio 
climático, es en respuesta a decisiones y acuerdos que vienen de las 
más altas esferas del gobierno nacional, de acuerdos 
internacionales, o de actores privados con grandes recursos a su 
disposición. Frente a ellos, las comunidades de la Amazonía 
colombiana se encuentran –como seguramente es el caso en otras 
partes del mundo– en una posición inferior. Son subalternos 
frente a las élites nacionales, a los grandes capitales, y minúsculos 
frente a los acuerdos mundiales que los involucran. Como en una 
de las reservas que visitamos, los líderes de las juntas de acción 
comunal son los cocineros de los activistas de las ciudades, 
activistas que usan todo su ingenio para ganarse la buena voluntad 
de los funcionarios de un gobierno pobre, el cual corre para 
obtener unos cuantos de cientos de millones de dólares que les 
sobran a los gobiernos ricos de otro rincón del planeta. Puede que 
sea entendible esta dinámica, en la que quienes están en la base de 
la estructura reaccionan y se acomodan a las ideas de las personas 
lejanas que actúan y proponen; pero que sea entendible no hace 
que sea inevitable.
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Los fondos climáticos en Colombia y en la Amazonía 
colombiana surgen, por un lado, del cumplimiento de 
compromisos internacionales del país, �nanciándose tanto con 
fondos nacionales como extranjeros, e implementándose a 
través del Estado; y, por otro lado, provienen de distintas fuentes, 
mucho más variadas, que incluyen intervenciones directas de 
otros gobiernos y de donantes privados. No obstante, el análisis 
llevado a cabo en este documento nos permite a�rmar que la 
mayor parte dlos recursos proviene de unos pocos fondos 
canalizados por el Estado, incluyendo algunos de gran tamaño 
que provienen de gobiernos extranjeros. 

Entonces, si se busca mejorar las estructuras de 
funcionamiento de los fondos, sus mecanismos de distribución 
territorial, la difusión de la información acerca de cómo acceder 
a sus recursos, y los mecanismos de monitoreo y evaluación de 
su uso, tiene sentido concentrar los esfuerzos en mejorar la 
transparencia presupuestal del Estado colombiano, 
aprovechando los compromisos adquiridos por este mismo a 
nivel internacional en temas ambientales. Es de destacar, en 
especial, el detalle con el que se plantean las metas y los 
mecanismos de evaluación y de difusión de información entre 
los stakeholders, incluyendo las comunidades afectadas en la 
Declaración Conjunta de Intención (DCI) �rmada por 
Colombia con Noruega, Alemania y el Reino Unido. Este es un 
modelo a seguir que podría aplicarse a otros fondos ambientales 
en el país, y hacerlo  facilitaría, dado que ya se está 
implementando para ese fondo en particular. 

Cabe resaltar que la DCI incluye en su Anexo 2 el marco de 
monitoreo de las contribuciones hacia los objetivos de gestión 
del cambio climático estipulados por la misma. Este consiste de 
una matriz de monitoreo que enumera los objetivos de la DCI, y 
desglosa cada uno de ellos en distintos hitos. Estos a su vez 
pueden ser presentación de documentos, realización de 
convenios, actualizaciones catastrales, o cualquier otra cosa que 
contribuya hacia el cumplimiento de los objetivos planteados 
por la DCI. A continuación, se eligen indicadores para medir el 
nivel de cumplimiento de estos hitos, y se especi�ca una línea de 

base, es decir, el nivel del indicador al momento de la �rma de la 
DCI. Luego se indican distintas fechas futuras, cada una de ellas 
relacionada con el nivel que deberán alcanzar para ese momento 
los indicadores. Por último, se especi�can las entidades 
responsables y corresponsables de la implementación de los 
objetivos, y se señalan los medios de veri�cación y los tipos de 
medición. La veri�cación debe ser realizada de manera 
independiente y por último avalada por los �rmantes de la DCI.

Un resultado positivo de la cooperación con estos países es la 
base de datos del sistema MRV, que si bien ha recibido apoyo 
especial a causa de los compromisos de la DCI, provee 
información que cubre no solo los fondos directamente provistos 
por los países �rmantes, sino otros, y es la mejor fuente 
disponible al respecto. Fortalecer el MRV y los demás 
mecanismos planteados por la DCI para que cubrieran todos los 
recursos empleados para la gestión del cambio climático en el 
país sería una manera e�caz de mejorar el manejo de estos 
últimos.

Vale la pena tener en cuenta que la opacidad del gasto 
público no es exclusiva del manejo de los recursos destinados al 
sector ambiental, y que tiene varias causas. Una de ellas es que la 
misma contabilidad del Estado no está orientada a programas, lo 
cual di�culta hacerles seguimiento incluso en los raros casos en 
los que se cuenta con toda la información disponible. Si bien 
cuando los fondos se canalizan a través del Estado colombiano, 
los contratos deben registrarse en el Sistema Electrónico de 
Contratación Pública (SECOP) y se puede acceder a ellos si se 
conoce el contrato que se está buscando, la información acerca de 
qué contratos están relacionados con cada fondo ambiental o con 
cada objetivo de política pública no está disponible de manera 
centralizada ni es de fácil acceso. Y, como es natural, cuando los 
fondos son manejados directamente por donantes (p.ej., USAID) 
y no porel Estado, cada donante lleva sus propios registros según 
sus propias normas, y los desgloses en cuestión no están 
centralizados.

 Otro factor a tener en cuenta es que pese a que la Ley 1712 
de 2014 estipula que las entidades que manejan recursos públicos 

tienen la obligación de divulgar la información sobre estos de 
manera proactiva, lo cual implica que “El derecho de acceso a la 
información no radica únicamente en la obligación de dar 
respuesta a las peticiones de la sociedad, sino también en el deber 
de los sujetos obligados de promover y generar una cultura de 
transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divulgar 
documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de 
interés público, de forma rutinaria y proactiva, actualizada, 
accesible y comprensible” (Ley 1712 de 2014, Art.3),  la realidad es 
que el Estado –y, concretamente, el Ministerio de Hacienda– 
incumple de manera rutinaria y sistemática con esta obligación. 
La información con�ere poder, especialmente si es      sobre el uso 
de los recursos públicos, y la rama ejecutiva no parece tener 
su�cientes incentivos para ponerla a disposición de la ciudadanía. 
Para ejercer el contrapeso que constitucionalmente le 
corresponde, el Congreso de la República aprobó la Ley 1985 de 
2019, creando la O�cina de Asesoría Técnica Presupuestal 
(OATP), una de cuyas funciones es “Elaborar estudios para 
facilitar la labor de seguimiento de la ejecución presupuestaria y la 
calidad del gasto público por parte de las comisiones económicas 
y de presupuesto”. Sin embargo, el mismo Congreso no le ha 
asignado el presupuesto que requiere para empezar a funcionar, y 
hasta el momento la o�cina no se ha creado. En una 
comunicación personal, un senador de la República interesado en 
el funcionamiento de la OATP manifestó que, según el presidente 
del Senado, no era necesario darle recursos a la o�cina porque 
“uno podía hablar con el ministro de Hacienda para lo que 
necesitara y ya”. Es necesario exigir transparencia en el gasto 
público –incluyendo el relacionado con la gestión del cambio 
climático– desde la sociedad civil, si se busca que las leyes se 
pongan en práctica.

Para que en Colombia y en especial en la región de la 
Amazonía haya transparencia en el manejo de los recursos 
climáticos, se necesita que las entidades tanto nacionales como 
territoriales, extranjeras y privadas tengan una base de datos única 
que llenen como requisito nacional sobre los proyectos que 
implementan. El sistema MRV del Departamento de Planeación 
Nacional es un buen inicio, pero, como lo sostienen los mismos 

funcionarios encargados de mantenerlo, es importante que se 
amplíe su cubrimiento. Sería valioso en particular que este 
cubrimiento incluyera los fondos destinados a las pequeñas 
reservas. Si bien estas no son importantes en términos de 
magnitud, parecen contar con la con�anza de las comunidades 
locales, y pueden ser valiosas a la hora de articular los grandes 
compromisos internacionales con las realidades del territorio. 

 Esto último es de especial importancia. Una constante en 
todos los casos que analizamos fue que, incluso cuando las 
comunidades locales están involucradas en la gestión del cambio 
climático, es en respuesta a decisiones y acuerdos que vienen de las 
más altas esferas del gobierno nacional, de acuerdos 
internacionales, o de actores privados con grandes recursos a su 
disposición. Frente a ellos, las comunidades de la Amazonía 
colombiana se encuentran –como seguramente es el caso en otras 
partes del mundo– en una posición inferior. Son subalternos 
frente a las élites nacionales, a los grandes capitales, y minúsculos 
frente a los acuerdos mundiales que los involucran. Como en una 
de las reservas que visitamos, los líderes de las juntas de acción 
comunal son los cocineros de los activistas de las ciudades, 
activistas que usan todo su ingenio para ganarse la buena voluntad 
de los funcionarios de un gobierno pobre, el cual corre para 
obtener unos cuantos de cientos de millones de dólares que les 
sobran a los gobiernos ricos de otro rincón del planeta. Puede que 
sea entendible esta dinámica, en la que quienes están en la base de 
la estructura reaccionan y se acomodan a las ideas de las personas 
lejanas que actúan y proponen; pero que sea entendible no hace 
que sea inevitable.
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Los fondos climáticos en Colombia y en la Amazonía 
colombiana surgen, por un lado, del cumplimiento de 
compromisos internacionales del país, �nanciándose tanto con 
fondos nacionales como extranjeros, e implementándose a 
través del Estado; y, por otro lado, provienen de distintas fuentes, 
mucho más variadas, que incluyen intervenciones directas de 
otros gobiernos y de donantes privados. No obstante, el análisis 
llevado a cabo en este documento nos permite a�rmar que la 
mayor parte dlos recursos proviene de unos pocos fondos 
canalizados por el Estado, incluyendo algunos de gran tamaño 
que provienen de gobiernos extranjeros. 

Entonces, si se busca mejorar las estructuras de 
funcionamiento de los fondos, sus mecanismos de distribución 
territorial, la difusión de la información acerca de cómo acceder 
a sus recursos, y los mecanismos de monitoreo y evaluación de 
su uso, tiene sentido concentrar los esfuerzos en mejorar la 
transparencia presupuestal del Estado colombiano, 
aprovechando los compromisos adquiridos por este mismo a 
nivel internacional en temas ambientales. Es de destacar, en 
especial, el detalle con el que se plantean las metas y los 
mecanismos de evaluación y de difusión de información entre 
los stakeholders, incluyendo las comunidades afectadas en la 
Declaración Conjunta de Intención (DCI) �rmada por 
Colombia con Noruega, Alemania y el Reino Unido. Este es un 
modelo a seguir que podría aplicarse a otros fondos ambientales 
en el país, y hacerlo  facilitaría, dado que ya se está 
implementando para ese fondo en particular. 

Cabe resaltar que la DCI incluye en su Anexo 2 el marco de 
monitoreo de las contribuciones hacia los objetivos de gestión 
del cambio climático estipulados por la misma. Este consiste de 
una matriz de monitoreo que enumera los objetivos de la DCI, y 
desglosa cada uno de ellos en distintos hitos. Estos a su vez 
pueden ser presentación de documentos, realización de 
convenios, actualizaciones catastrales, o cualquier otra cosa que 
contribuya hacia el cumplimiento de los objetivos planteados 
por la DCI. A continuación, se eligen indicadores para medir el 
nivel de cumplimiento de estos hitos, y se especi�ca una línea de 

base, es decir, el nivel del indicador al momento de la �rma de la 
DCI. Luego se indican distintas fechas futuras, cada una de ellas 
relacionada con el nivel que deberán alcanzar para ese momento 
los indicadores. Por último, se especi�can las entidades 
responsables y corresponsables de la implementación de los 
objetivos, y se señalan los medios de veri�cación y los tipos de 
medición. La veri�cación debe ser realizada de manera 
independiente y por último avalada por los �rmantes de la DCI.

Un resultado positivo de la cooperación con estos países es la 
base de datos del sistema MRV, que si bien ha recibido apoyo 
especial a causa de los compromisos de la DCI, provee 
información que cubre no solo los fondos directamente provistos 
por los países �rmantes, sino otros, y es la mejor fuente 
disponible al respecto. Fortalecer el MRV y los demás 
mecanismos planteados por la DCI para que cubrieran todos los 
recursos empleados para la gestión del cambio climático en el 
país sería una manera e�caz de mejorar el manejo de estos 
últimos.

Vale la pena tener en cuenta que la opacidad del gasto 
público no es exclusiva del manejo de los recursos destinados al 
sector ambiental, y que tiene varias causas. Una de ellas es que la 
misma contabilidad del Estado no está orientada a programas, lo 
cual di�culta hacerles seguimiento incluso en los raros casos en 
los que se cuenta con toda la información disponible. Si bien 
cuando los fondos se canalizan a través del Estado colombiano, 
los contratos deben registrarse en el Sistema Electrónico de 
Contratación Pública (SECOP) y se puede acceder a ellos si se 
conoce el contrato que se está buscando, la información acerca de 
qué contratos están relacionados con cada fondo ambiental o con 
cada objetivo de política pública no está disponible de manera 
centralizada ni es de fácil acceso. Y, como es natural, cuando los 
fondos son manejados directamente por donantes (p.ej., USAID) 
y no porel Estado, cada donante lleva sus propios registros según 
sus propias normas, y los desgloses en cuestión no están 
centralizados.

 Otro factor a tener en cuenta es que pese a que la Ley 1712 
de 2014 estipula que las entidades que manejan recursos públicos 

tienen la obligación de divulgar la información sobre estos de 
manera proactiva, lo cual implica que “El derecho de acceso a la 
información no radica únicamente en la obligación de dar 
respuesta a las peticiones de la sociedad, sino también en el deber 
de los sujetos obligados de promover y generar una cultura de 
transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divulgar 
documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de 
interés público, de forma rutinaria y proactiva, actualizada, 
accesible y comprensible” (Ley 1712 de 2014, Art.3),  la realidad es 
que el Estado –y, concretamente, el Ministerio de Hacienda– 
incumple de manera rutinaria y sistemática con esta obligación. 
La información con�ere poder, especialmente si es      sobre el uso 
de los recursos públicos, y la rama ejecutiva no parece tener 
su�cientes incentivos para ponerla a disposición de la ciudadanía. 
Para ejercer el contrapeso que constitucionalmente le 
corresponde, el Congreso de la República aprobó la Ley 1985 de 
2019, creando la O�cina de Asesoría Técnica Presupuestal 
(OATP), una de cuyas funciones es “Elaborar estudios para 
facilitar la labor de seguimiento de la ejecución presupuestaria y la 
calidad del gasto público por parte de las comisiones económicas 
y de presupuesto”. Sin embargo, el mismo Congreso no le ha 
asignado el presupuesto que requiere para empezar a funcionar, y 
hasta el momento la o�cina no se ha creado. En una 
comunicación personal, un senador de la República interesado en 
el funcionamiento de la OATP manifestó que, según el presidente 
del Senado, no era necesario darle recursos a la o�cina porque 
“uno podía hablar con el ministro de Hacienda para lo que 
necesitara y ya”. Es necesario exigir transparencia en el gasto 
público –incluyendo el relacionado con la gestión del cambio 
climático– desde la sociedad civil, si se busca que las leyes se 
pongan en práctica.

Para que en Colombia y en especial en la región de la 
Amazonía haya transparencia en el manejo de los recursos 
climáticos, se necesita que las entidades tanto nacionales como 
territoriales, extranjeras y privadas tengan una base de datos única 
que llenen como requisito nacional sobre los proyectos que 
implementan. El sistema MRV del Departamento de Planeación 
Nacional es un buen inicio, pero, como lo sostienen los mismos 

funcionarios encargados de mantenerlo, es importante que se 
amplíe su cubrimiento. Sería valioso en particular que este 
cubrimiento incluyera los fondos destinados a las pequeñas 
reservas. Si bien estas no son importantes en términos de 
magnitud, parecen contar con la con�anza de las comunidades 
locales, y pueden ser valiosas a la hora de articular los grandes 
compromisos internacionales con las realidades del territorio. 

 Esto último es de especial importancia. Una constante en 
todos los casos que analizamos fue que, incluso cuando las 
comunidades locales están involucradas en la gestión del cambio 
climático, es en respuesta a decisiones y acuerdos que vienen de las 
más altas esferas del gobierno nacional, de acuerdos 
internacionales, o de actores privados con grandes recursos a su 
disposición. Frente a ellos, las comunidades de la Amazonía 
colombiana se encuentran –como seguramente es el caso en otras 
partes del mundo– en una posición inferior. Son subalternos 
frente a las élites nacionales, a los grandes capitales, y minúsculos 
frente a los acuerdos mundiales que los involucran. Como en una 
de las reservas que visitamos, los líderes de las juntas de acción 
comunal son los cocineros de los activistas de las ciudades, 
activistas que usan todo su ingenio para ganarse la buena voluntad 
de los funcionarios de un gobierno pobre, el cual corre para 
obtener unos cuantos de cientos de millones de dólares que les 
sobran a los gobiernos ricos de otro rincón del planeta. Puede que 
sea entendible esta dinámica, en la que quienes están en la base de 
la estructura reaccionan y se acomodan a las ideas de las personas 
lejanas que actúan y proponen; pero que sea entendible no hace 
que sea inevitable.
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Los fondos climáticos en Colombia y en la Amazonía 
colombiana surgen, por un lado, del cumplimiento de 
compromisos internacionales del país, �nanciándose tanto con 
fondos nacionales como extranjeros, e implementándose a 
través del Estado; y, por otro lado, provienen de distintas fuentes, 
mucho más variadas, que incluyen intervenciones directas de 
otros gobiernos y de donantes privados. No obstante, el análisis 
llevado a cabo en este documento nos permite a�rmar que la 
mayor parte dlos recursos proviene de unos pocos fondos 
canalizados por el Estado, incluyendo algunos de gran tamaño 
que provienen de gobiernos extranjeros. 

Entonces, si se busca mejorar las estructuras de 
funcionamiento de los fondos, sus mecanismos de distribución 
territorial, la difusión de la información acerca de cómo acceder 
a sus recursos, y los mecanismos de monitoreo y evaluación de 
su uso, tiene sentido concentrar los esfuerzos en mejorar la 
transparencia presupuestal del Estado colombiano, 
aprovechando los compromisos adquiridos por este mismo a 
nivel internacional en temas ambientales. Es de destacar, en 
especial, el detalle con el que se plantean las metas y los 
mecanismos de evaluación y de difusión de información entre 
los stakeholders, incluyendo las comunidades afectadas en la 
Declaración Conjunta de Intención (DCI) �rmada por 
Colombia con Noruega, Alemania y el Reino Unido. Este es un 
modelo a seguir que podría aplicarse a otros fondos ambientales 
en el país, y hacerlo  facilitaría, dado que ya se está 
implementando para ese fondo en particular. 

Cabe resaltar que la DCI incluye en su Anexo 2 el marco de 
monitoreo de las contribuciones hacia los objetivos de gestión 
del cambio climático estipulados por la misma. Este consiste de 
una matriz de monitoreo que enumera los objetivos de la DCI, y 
desglosa cada uno de ellos en distintos hitos. Estos a su vez 
pueden ser presentación de documentos, realización de 
convenios, actualizaciones catastrales, o cualquier otra cosa que 
contribuya hacia el cumplimiento de los objetivos planteados 
por la DCI. A continuación, se eligen indicadores para medir el 
nivel de cumplimiento de estos hitos, y se especi�ca una línea de 

base, es decir, el nivel del indicador al momento de la �rma de la 
DCI. Luego se indican distintas fechas futuras, cada una de ellas 
relacionada con el nivel que deberán alcanzar para ese momento 
los indicadores. Por último, se especi�can las entidades 
responsables y corresponsables de la implementación de los 
objetivos, y se señalan los medios de veri�cación y los tipos de 
medición. La veri�cación debe ser realizada de manera 
independiente y por último avalada por los �rmantes de la DCI.

Un resultado positivo de la cooperación con estos países es la 
base de datos del sistema MRV, que si bien ha recibido apoyo 
especial a causa de los compromisos de la DCI, provee 
información que cubre no solo los fondos directamente provistos 
por los países �rmantes, sino otros, y es la mejor fuente 
disponible al respecto. Fortalecer el MRV y los demás 
mecanismos planteados por la DCI para que cubrieran todos los 
recursos empleados para la gestión del cambio climático en el 
país sería una manera e�caz de mejorar el manejo de estos 
últimos.

Vale la pena tener en cuenta que la opacidad del gasto 
público no es exclusiva del manejo de los recursos destinados al 
sector ambiental, y que tiene varias causas. Una de ellas es que la 
misma contabilidad del Estado no está orientada a programas, lo 
cual di�culta hacerles seguimiento incluso en los raros casos en 
los que se cuenta con toda la información disponible. Si bien 
cuando los fondos se canalizan a través del Estado colombiano, 
los contratos deben registrarse en el Sistema Electrónico de 
Contratación Pública (SECOP) y se puede acceder a ellos si se 
conoce el contrato que se está buscando, la información acerca de 
qué contratos están relacionados con cada fondo ambiental o con 
cada objetivo de política pública no está disponible de manera 
centralizada ni es de fácil acceso. Y, como es natural, cuando los 
fondos son manejados directamente por donantes (p.ej., USAID) 
y no porel Estado, cada donante lleva sus propios registros según 
sus propias normas, y los desgloses en cuestión no están 
centralizados.

 Otro factor a tener en cuenta es que pese a que la Ley 1712 
de 2014 estipula que las entidades que manejan recursos públicos 

tienen la obligación de divulgar la información sobre estos de 
manera proactiva, lo cual implica que “El derecho de acceso a la 
información no radica únicamente en la obligación de dar 
respuesta a las peticiones de la sociedad, sino también en el deber 
de los sujetos obligados de promover y generar una cultura de 
transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divulgar 
documentos y archivos que plasman la actividad estatal y de 
interés público, de forma rutinaria y proactiva, actualizada, 
accesible y comprensible” (Ley 1712 de 2014, Art.3),  la realidad es 
que el Estado –y, concretamente, el Ministerio de Hacienda– 
incumple de manera rutinaria y sistemática con esta obligación. 
La información con�ere poder, especialmente si es      sobre el uso 
de los recursos públicos, y la rama ejecutiva no parece tener 
su�cientes incentivos para ponerla a disposición de la ciudadanía. 
Para ejercer el contrapeso que constitucionalmente le 
corresponde, el Congreso de la República aprobó la Ley 1985 de 
2019, creando la O�cina de Asesoría Técnica Presupuestal 
(OATP), una de cuyas funciones es “Elaborar estudios para 
facilitar la labor de seguimiento de la ejecución presupuestaria y la 
calidad del gasto público por parte de las comisiones económicas 
y de presupuesto”. Sin embargo, el mismo Congreso no le ha 
asignado el presupuesto que requiere para empezar a funcionar, y 
hasta el momento la o�cina no se ha creado. En una 
comunicación personal, un senador de la República interesado en 
el funcionamiento de la OATP manifestó que, según el presidente 
del Senado, no era necesario darle recursos a la o�cina porque 
“uno podía hablar con el ministro de Hacienda para lo que 
necesitara y ya”. Es necesario exigir transparencia en el gasto 
público –incluyendo el relacionado con la gestión del cambio 
climático– desde la sociedad civil, si se busca que las leyes se 
pongan en práctica.

Para que en Colombia y en especial en la región de la 
Amazonía haya transparencia en el manejo de los recursos 
climáticos, se necesita que las entidades tanto nacionales como 
territoriales, extranjeras y privadas tengan una base de datos única 
que llenen como requisito nacional sobre los proyectos que 
implementan. El sistema MRV del Departamento de Planeación 
Nacional es un buen inicio, pero, como lo sostienen los mismos 

funcionarios encargados de mantenerlo, es importante que se 
amplíe su cubrimiento. Sería valioso en particular que este 
cubrimiento incluyera los fondos destinados a las pequeñas 
reservas. Si bien estas no son importantes en términos de 
magnitud, parecen contar con la con�anza de las comunidades 
locales, y pueden ser valiosas a la hora de articular los grandes 
compromisos internacionales con las realidades del territorio. 

 Esto último es de especial importancia. Una constante en 
todos los casos que analizamos fue que, incluso cuando las 
comunidades locales están involucradas en la gestión del cambio 
climático, es en respuesta a decisiones y acuerdos que vienen de las 
más altas esferas del gobierno nacional, de acuerdos 
internacionales, o de actores privados con grandes recursos a su 
disposición. Frente a ellos, las comunidades de la Amazonía 
colombiana se encuentran –como seguramente es el caso en otras 
partes del mundo– en una posición inferior. Son subalternos 
frente a las élites nacionales, a los grandes capitales, y minúsculos 
frente a los acuerdos mundiales que los involucran. Como en una 
de las reservas que visitamos, los líderes de las juntas de acción 
comunal son los cocineros de los activistas de las ciudades, 
activistas que usan todo su ingenio para ganarse la buena voluntad 
de los funcionarios de un gobierno pobre, el cual corre para 
obtener unos cuantos de cientos de millones de dólares que les 
sobran a los gobiernos ricos de otro rincón del planeta. Puede que 
sea entendible esta dinámica, en la que quienes están en la base de 
la estructura reaccionan y se acomodan a las ideas de las personas 
lejanas que actúan y proponen; pero que sea entendible no hace 
que sea inevitable.

39



Ambiente y Sociedad. (2017). Evaluación de 
oportunidades de participación y acceso al �nanciamiento 
climático en Colombia. Recuperado de 
https://www.ambienteysociedad.org.co/evaluacion-de-oport
unidades-de-participacion-y-acceso-al-�nanciamiento-clim
atico-en-colombia/

Departamento Nacional de Planeación. (2016). Guía 
metodológica para clasi�car y medir el �nanciamiento 
asociado con acciones de mitigación y adaptación al cambio 
climático en Colombia. Recuperado de 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Ambiente/Finanzas%
20del%20Clima/Gu%C3%ADa%20metodol%C3%B3gica%
20de%20�nanciamiento%20clim%C3%A1tico.pdf

Departamento Nacional de Planeación. (2021). Sistema 
de Medición, Reporte y Veri�cación (MRV) del 
Financiamiento Climático en Colombia. Recuperado de 
https://mrv.dnp.gov.co/Paginas/inicio.aspx

International Budget Partnership. (2019). Open Budget 
Survey 2019 | Colombia. Recuperado de 
https://www.internationalbudget.org/sites/default/�les/coun
try-surveys-pdfs/2019/open-budget-survey-colombia-2019-
es.pdf 

Joint Declaration of Intent. (2019). Recuperado de 
https://www.bmu.de/�leadmin/Daten_BMU/Download_P
DF/Klimaschutz/cop_25_joint_declaration_of_intent_en_b
f.pdf

Bibliografía

40



Ley 1712 de 2014. Por medio de la cual se crea la Ley de 
Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información 
Pública Nacional y se dictan otras disposiciones. 6 de marzo 
de 2014. Diario O�cial 49.084. 

Ley 1985 de 2019. Por medio de la cual se dictan 
normas para la creación de la O�cina de Asistencia Técnica 
Presupuestal (OATP) del Congreso de la República y se 
dictan otras disposiciones.  

Rudas, G. (2019). Indicadores �scales y económicos de la 
política ambiental en Colombia. Visión panorámica de las 
fuentes de �nanciación del Sistema Nacional Ambiental. Foro 
Debates, 11. Recuperado de 
https://foro.org.co/wp-content/uploads/2020/07/Cartilla-�n
anzas-SINA-WEB.pdf 

Sistema Nacional de Cambio Climático. (2016). Marco 
para la estrategia colombiana de �nanciamiento climático. 
Recuperado de 
https://e3asesorias.com/wp-content/uploads/2016/01/marc
o-para-la-estrategia-colombiana-de-�nanciamiento-climatic
o.pdf

Sistema Nacional de Cambio Climático. (2017). 
Estrategia nacional de �nanciamiento climático. Recuperado 
de 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Ambiente/Finanzas%
20del%20Clima/Estrategia%20nacional%20de%20�nancia
miento%20clim%C3%A1tico.pdf

41

Sistema Nacional de Cambio Climático. (2018). Análisis 
del gasto público y privado e institucionalidad para el cambio 
climático - caso de Colombia. Recuperado de 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Ambiente/Finanzas%2
0del%20Clima/Documento%20CPEIR.pdf



Ley 1712 de 2014. Por medio de la cual se crea la Ley de 
Transparencia y del Derecho de Acceso a la Información 
Pública Nacional y se dictan otras disposiciones. 6 de marzo 
de 2014. Diario O�cial 49.084. 

Ley 1985 de 2019. Por medio de la cual se dictan 
normas para la creación de la O�cina de Asistencia Técnica 
Presupuestal (OATP) del Congreso de la República y se 
dictan otras disposiciones.  

Rudas, G. (2019). Indicadores �scales y económicos de la 
política ambiental en Colombia. Visión panorámica de las 
fuentes de �nanciación del Sistema Nacional Ambiental. Foro 
Debates, 11. Recuperado de 
https://foro.org.co/wp-content/uploads/2020/07/Cartilla-�n
anzas-SINA-WEB.pdf 

Sistema Nacional de Cambio Climático. (2016). Marco 
para la estrategia colombiana de �nanciamiento climático. 
Recuperado de 
https://e3asesorias.com/wp-content/uploads/2016/01/marc
o-para-la-estrategia-colombiana-de-�nanciamiento-climatic
o.pdf

Sistema Nacional de Cambio Climático. (2017). 
Estrategia nacional de �nanciamiento climático. Recuperado 
de 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Ambiente/Finanzas%
20del%20Clima/Estrategia%20nacional%20de%20�nancia
miento%20clim%C3%A1tico.pdf

42

Sistema Nacional de Cambio Climático. (2018). Análisis 
del gasto público y privado e institucionalidad para el cambio 
climático - caso de Colombia. Recuperado de 
https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Ambiente/Finanzas%2
0del%20Clima/Documento%20CPEIR.pdf




